RECURSO DE ANULACIÓN DE LAUDO ARBITRAL – Declara infundado

La Empresa de Desarrollo Urbano de Bolívar S.A. –EDURBE S.A.-, demanda la anulación del laudo arbitral (…) en el que, en síntesis, el tribunal declaró el incumplimiento, durante la ejecución, por la convocante, del contrato de concesión No. 049-03 (…), por no haber ejecutado la obligación a su cargo referente a la expropiación de inmuebles necesarios para culminar el proyecto, no haber desembolsado los recursos para realizar el dragado del Lago del Cabrero, haber incurrido en errores de valoración que no garantizaron la recuperación de la inversión, entre otros aspectos, por lo que ordenó la terminación del contrato, la liquidación de este y el pago de las sumas allí liquidadas a favor del consorcio demandante. La aquí recurrente pretende la anulación del laudo por considerar que el Tribunal incurrió en las causales 2ª, 4ª y 5ª del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012. (…) La jurisprudencia de la Corporación ha sido pacífica en señalar la naturaleza restrictiva, extraordinaria y, por ende, excepcional, del recurso de anulación de laudos arbitrales, teniendo en cuenta que su finalidad se orienta a cuestionar la decisión arbitral por errores in procedendo (por violación de leyes procesales), esto es, por quebrantamiento de normas reguladoras de la actividad procesal, desvío del juicio o vulneración de las garantías del derecho de defensa y del debido proceso, más no por errores de juzgamiento o in iudicando (por violación de leyes sustantivas). Entonces, la discusión en torno a si el Tribunal obró o no conforme al derecho sustancial (falta de aplicación de la ley sustantiva, indebida aplicación o interpretación errónea), si plantó o revivió un nuevo debate probatorio o si hubo o no un yerro, bien en la valoración de las pruebas o bien en las conclusiones a las que arribó, son ajenas a la competencia de esta Corporación, puesto que el juez de anulación no es superior jerárquico del Tribunal de Arbitramento y, por tanto, no podrá intervenir en el juzgamiento del asunto de fondo para modificar sus decisiones, por no compartir sus razonamientos o criterios. Así, las facultades del juez del recurso de anulación de laudos arbitrales están limitados por el llamado “principio dispositivo”, y según este, es el recurrente quien delimita, con la formulación y sustentación del recurso, el objeto que se persigue dentro de las precisas y taxativas causales que la ley consagra. (…) En las anteriores condiciones se impone concluir que, como el recurso extraordinario de anulación interpuesto por la convocada Empresa de Desarrollo Urbano de Bolívar –EDURBE S.A.- es infundado, por cuanto no prosperaron las causales invocadas, en su calidad de recurrente será condenado en costas.

LAUDOS ARBITRALES / CADUCIDAD DE LA ACCIÓN – Causal segunda 
La jurisprudencia de la Corporación ha considerado que una de las etapas más importantes en el proceso arbitral se cumple en la primera audiencia de trámite, en la que se profiere el auto con el que el propio Tribunal de Arbitramento decide sobre su competencia. De acuerdo con el artículo 30 de la Ley 1563 de 2012, esa decisión solo es susceptible de recurso de reposición. Por ello, si una parte no está de acuerdo con la competencia que el Tribunal asume y, pese a ello, se abstiene de presentar el recurso de reposición, no podrá fundar una ulterior solicitud de anulación del laudo en la causal de falta de competencia del tribunal de arbitramento. Resulta fácil inferir, a partir de las prescripciones de los artículos 30 y 41 de la Ley 1563 de 2012, que la conducta procesal de las partes e intervinientes en el curso de la primera audiencia de trámite tiene efectos jurídicos trascendentales: i) el del sometimiento a la competencia del Tribunal de Arbitramento, y, ii) la consecuente pérdida de la oportunidad procesal para alegar la falta de competencia en sede del recurso de anulación del laudo. […] Constituye así, la caducidad, un límite procesal cierto, preclusivo y perentorio para el ejercicio del derecho de acción que garantiza la seguridad jurídica de los asociados, por lo que su acaecimiento conlleva la pérdida de oportunidad para reclamar por la vía judicial los derechos que se consideren conculcados por parte de la administración. Así, al tratarse de controversias en las que se encuentre de por medio un contrato estatal debe darse aplicación a las normas que regulan los términos de caducidad del medio de control de controversias contractuales, sin que haya lugar a establecer diferencia por causa de la sustitución del juez ordinario por el tribunal arbitral, pues las normas que rigen los términos de caducidad son de orden público, son irrenunciables y no son susceptibles de ser modificados por las partes.

FUENTE FORMAL: LEY 1563 DE 2012 – ARTÍCULO 41 NUMERAL 2
LAUDOS ARBITRALES / INDEBIDA REPRESENTACIÓN, O FALTA DE NOTIFICACIÓN O EMPLAZAMIENTO – Causal cuarta

La jurisprudencia de la Sección Tercera ha entendido que, al hacer referencia a la indebida representación del recurrente como causal de anulación del laudo arbitral debe hacerse mención a la capacidad procesal, entendida ésta como la aptitud para “actuar válidamente en el proceso, es decir, acudir a éste por sí mismo y ejecutar los actos procesales respectivos sin necesidad de un representante legal para ello”. En tratándose de personas jurídicas, ya sean éstas de naturaleza pública o privada, se tiene prescrito que para comparecer al proceso y ejecutar los actos procesales respectivos deben hacerlo por medio de su representante legal. En lo que tiene que ver con la indebida notificación o emplazamiento se entiende que al trámite arbitral le son aplicables las disposiciones previstas para ello en el Código General del Proceso, no sólo en cuanto al auto que admite la demanda arbitral, su corrección o adición, sino frente a cualquier providencia que deba ser notificada, teniendo en cuenta que la redacción de la causal cuarta del artículo 41 es genérica y no se refiere a una decisión en particular.

FUENTE FORMAL: LEY 1563 DE 2012 – ARTÍCULO 41 NUMERAL 4
LAUDOS ARBITRALES / PRUEBA DENEGADA O DEJADA DE PRACTICAR – Causal quinta
En vigencia de la Ley 1563 de 2012, la causal prevista en el numeral 5 del artículo 41, exige el cumplimiento de los siguientes requisitos: a) que no exista un fundamento legal para que se hubiera negado el decreto o práctica de la prueba solicitada oportunamente; b) que dicha circunstancia haya sido alegada en tiempo mediante la interposición del recurso de reposición y, c) que esta prueba pueda tener incidencia en el laudo arbitral. La jurisprudencia de la Corporación ha indicado que esta causal de anulación no tiene por objeto reabrir debates probatorios o cuestionar la valoración que al respecto llevó a cabo el panel arbitral, teniendo en consideración que la apreciación defectuosa de las pruebas no es causal de anulación y, además, que este recurso extraordinario no es la segunda instancia del proceso arbitral. En cuanto a las pruebas de oficio, la jurisprudencia de la Sala tiene por sentado que no procede la causal cuando el tribunal arbitral no decretó pruebas de oficio, pues su alcance se refiere a las pedidas por las partes; tampoco prospera cuando las que dejó de decretar el tribunal fueron pedidas de manera extemporánea o cuando al haber sido pedidas oportunamente fueron negadas con fundamento legal; así mismo, no procede cuando la prueba no tiene incidencia en la decisión, ni cuando el recurrente no impugnó la decisión  que negó el decreto de la prueba o la falta de su práctica en la oportunidad procesal respectiva. Por último, la jurisprudencia de esta Corporación, con base en lo regulado por el artículo 29 de la Constitución Política, que establece el derecho fundamental al debido proceso, ha sostenido que esta causal procede en el caso de que la decisión se soporte en medios de prueba obtenidos con violación del debido proceso.

FUENTE FORMAL: LEY 1563 DE 2012 – ARTÍCULO 41 NUMERAL 5
EFECTOS DE LA SENTENCIA DE ANULACIÓN DE LAUDO ARBITRAL - Condena en costas / CONDENA EN COSTAS – Regulación normativa
El párrafo final del artículo 43 de la Ley 1563 de 2012, “Por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional y se dictan otras disposiciones”, establece lo siguiente: “Artículo 43. Efectos de la sentencia de anulación. Cuando prospere cualquiera de las causales señaladas en los numerales 1 a 7 del artículo 41, se declarará la nulidad del laudo. En los demás casos, este se corregirá o adicionará. (…) Si el recurso no prospera se condenará en costas al recurrente, salvo que dicho recurso haya sido presentado por el Ministerio Público.” En las anteriores condiciones se impone concluir que, como el recurso extraordinario de anulación interpuesto por la convocada Empresa de Desarrollo Urbano de Bolívar –EDURBE S.A.- es infundado, por cuanto no prosperaron las causales invocadas, en su calidad de recurrente será condenado en costas. Por medio del Acuerdo N.° 1887 de 26 de junio de 2003, proferido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, se establecieron las tarifas de agencias en derecho aplicables a los procesos judiciales y se indicó, en relación con el recurso de anulación de laudos arbitrales, una tarifa de hasta veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes. Según los criterios establecidos en el artículo 361 de la Ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso) y el artículo 3 del Acuerdo No. 1887 de 2003, y dado que no se presentó un hecho extraordinario en el trámite propio del recurso, que hubiese dificultado el proceso con actuaciones adicionales ni se observan otros gastos, la Sala fijará a título de costas procesales por concepto de agencias en derecho el equivalente a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

FUENTE FORMAL: LEY 1563 DE 2012 – ARTÍCULO 43 / LEY 1564 DE 2012 – ARTÍCULO 361
NOTA DE RELATORÍA: Providencia con aclaración de voto del magistrado Guillermo Sánchez Luque
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN C

Magistrado ponente: JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS
Bogotá, D.C., catorce (14) de diciembre de dos mil dieciocho (2018)

Radicación número: 11001-03-26-000-2018-00140-00(62219)
Actor: CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO

Demandado: EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A.

Referencia: RECURSO EXTRAORDINARIO DE ANULACIÓN DE LAUDO ARBITRAL – LEY 1563 DE 2012

Procede la Sala a resolver el recurso extraordinario de anulación de laudo arbitral interpuesto por la convocada, Empresa de Desarrollo Urbano de Bolívar S.A. –EDURBE S.A.-, contra el laudo arbitral del nueve (9) de mayo de dos mil dieciocho (2018), proferido por el Tribunal de Arbitramento de la Cámara de Comercio de Cartagena, constituido para dirimir las controversias contractuales suscitadas entre la convocada y el Consorcio Vías del Cabrero. 
I. SÍNTESIS DEL CASO

La Empresa de Desarrollo Urbano de Bolívar S.A. –EDURBE S.A.-, demanda la anulación del laudo arbitral del nueve (9) de mayo de dos mil dieciocho (2018), en el que, en síntesis, el tribunal declaró el incumplimiento, durante la ejecución, por la convocante, del contrato de concesión No. 049-03 por ella celebrado, el veintisiete (27) de agosto de dos mil tres (2003), con el Consorcio Vías del Cabrero, por no haber ejecutado la obligación a su cargo referente a la expropiación de inmuebles necesarios para culminar el proyecto, no haber desembolsado los recursos para realizar el dragado del Lago del Cabrero, haber incurrido en errores de valoración que no garantizaron la recuperación de la inversión, entre otros aspectos, por lo que ordenó la terminación del contrato, la liquidación de este y el pago de las sumas allí liquidadas a favor del consorcio demandante. La aquí recurrente pretende la anulación del laudo por considerar que el Tribunal incurrió en las causales 2ª, 4ª y 5ª del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012.
II. ANTECEDENTES

Entre la Empresa de Desarrollo Urbano de Bolívar S.A. –EDURBE S.A.-, de un lado, y de otro, el Consorcio Vías del Cabrero y las sociedades que lo integran, estas son, Cicon S.A.; Concesiones y Construcciones Ltda. y, E.J. Pacheco & Cía. Ltda., se celebró el contrato contrato de concesión No. 049-03 del veintisiete (27) de agosto de dos mil tres (2003), cuyo objeto se hizo constar en la siguiente cláusula: 

“CLÁUSULA PRIMERA: OBJETO.-. EL CONCESIONARIO se obliga a ejecutar por el sistema de concesión el proyecto denominado “CONSTRUCCIÓN DE LA AVENIDA DEL LAGO DEL CABRERO (AVDA 3ª) CALLES 44, 46, 46A, 46B Y CRA. 4 ENTRE CALLES 46B Y 47, DEL BARRIO EL CABRERO Y DRAGADO DEL LAGO DEL CABRERO Y RELLENO HIDRULICO DE LAS MANZANAS 1 Y 2 DEL PROYECTO URBANÍSTICO DEL CABRERO, el cual incluye: financiación del proyecto; revisión de estudios y diseños; adquisición de predios; construcción de obras viales; montaje e instalación de redes e iluminación, acueducto, alcantarillado y drenajes pluviales; implementación del plan de manejo ambiental; financiación de la interventoría y auditoría ambiental; facturación y recaudo de la contribución de valorización; pago de los costos de pre inversión y gerencia de proyecto, y demás señaladas en el pliego de condiciones de la licitación.

PARÁGRAFO PRIMERO: El alcance físico o básico comprende: Construcción de la vía de acceso al nuevo desarrollo urbano del Cabrero, Avenida del Lago del Cabrero, o 3ª Avenida, desde el Parque Apolo KO+080 hasta la Avenida Santander K1+583.35, con sus andenes peatonales, zonas verdes y ciclo vía. Las características de la vía se señalan en los planos que forman parte del Volumen II de los Pliegos de Condiciones. Pavimentación de las Calles 44, 46, 46ª, 46B Y Carrera 4ª, entre calles 47 y 46B de Marbella. Construcción de drenajes pluviales. Construcción de redes eléctricas de alumbrado público. Construcción de redes de acueducto y alcantarillado. Cruces mínimos. Arborización de las zonas verdes de la vía. Dragado de la Laguna del Cabrero. Relleno Hidráulico de las Manzanas 1 y 2 del Proyecto Urbanístico del Cabrero. Implementación del Plan de Manejo Ambiental. EDURBE S.A., podrá suprimir algunos de los ítem de construcción de redes de servicios públicos si las empresas de prestación de servicios asumen su construcción, lo que igualmente disminuirá el valor del contrato”
.

De conformidad con lo establecido en la Cláusula Segunda del citado contrato, el plazo para su ejecución se acordó en los siguientes términos:
 “CLÁUSULA SEGUNDA: PLAZOS (…) El plazo total para la ejecución de las tres etapas del contrato es de 66 meses, contados a partir de la fecha de iniciación de la Etapa de Programación. La vigencia total del contrato será de sesenta y seis (66) meses contados a partir de su suscripción”.
Por medio de la Cláusula Tercera se estimó el valor del contrato de la siguiente manera: 

“CLÁUSULA TERCERA: VALOR DEL CONTRATO. Para los efectos tributarios el contrato tendrá un valor indeterminado. No obstante el valor real de las inversiones estará constituido por las sumas de los valores de los siguientes ítem (…) total $6.460.640.000,oo”.

Las partes acordaron pacto arbitral, en la modalidad de cláusula compromisoria, en la cláusula trigésima séptima del contrato de concesión No. 049-03. En esta cláusula convinieron: 

 “CLÁUSULA TRIGÉSIMA SÉPTIMA. COMPROMISORIA. Una vez agotado los mecanismos de solución directa de las controversias contractuales sin llegarse a acuerdos, las partes acuerdan que podrán someter las diferencias relacionadas con la interpretación, ejecución, y aplicación del presente contrato y hasta la liquidación definitiva del contrato que no haya podido solucionar mediante el mecanismo del diálogo directo y sin perjuicio de las facultades consagradas en la Ley 80, a través de la decisión de un TRIBUNAL DE ARBITRAMENTO, con el objeto de que falle bajo los parámetros de la legislación Colombiana, EL TRIBUNAL DE ARBITRAMENTO se someterá a las disposiciones que regulan la materia.”

En la cláusula trigésima octava del contrato en referencia, las partes definieron la forma en que se integrará este tribunal, en los siguientes términos:


“CLÁSULA TRIGÉSIMA OCTAVA. ARBITRAMENTO. Las diferencias que surjan con ocasión de la ejecución, desarrollo, terminación y liquidación del presente contrato, serán decididos por tres (3) árbitros designados de común acuerdo por las partes, quienes tendrán que ser ciudadanos colombianos y abogados, y decidirán en derecho el conflicto que se presente. La designación deberá hacerse dentro de los cinco (5) días siguientes a la comunicación por escrito que haga una de las partes a la otra, en la que consten los puntos materia de arbitraje y en consecuencia las pretensiones. El tribunal funcionará en el Distrito Turístico y Cultural de Cartagena de Indias. En lo no previsto se aplicarán las normas que rigen el arbitramento”.
El Contrato de concesión No. 049-03 fue aclarado, modificado y suspendido durante las vigencias 2003, 2004, 2005, 2006, 2007 y 2008, de la siguiente manera:

· El 1 de septiembre de 2003, las partes suscribieron el Acta de Acuerdo Aclaratorio por medio de la cual aclararon el primer párrafo línea 16, y el segundo párrafo líneas 5 y 13 del contrato, referentes a la cláusula de recuperación de la inversión
.

· El 9 de septiembre de 2003, las partes suscribieron las actas de iniciación del contrato
 y de la etapa de programación
.

· El 26 de diciembre de 2003, las partes acordaron suspender la etapa de programación por el término de 45 días con el fin de lograr una reunión con el Concejo Distrital de Cartagena y la comunidad del barrio El Cabrero
, término que fue prorrogado por medio de acta suscrita entre las partes el 26 de febrero de 2004
.

· El 28 de enero de 2004, por medio de Resolución No. 024, CARDIQUE dispuso que no era viable el relleno de las manzanas 1 y 2, incluidas en el objeto del contrato de concesión.

· El 12 de septiembre de 2005, las partes suscribieron acta de reinicio de ejecución contractual y señalaron, entre otros acuerdos, que el contrato tenía dos componentes: el dragado y el vial. Este último, se hizo constar, requería para su ejecución, de la autorización de la DIMAR y, sería financiado con la contribución de valoración que Edurbe S.A. se obligó a ceder al concesionario. El primero, el relativo al componente “dragado”, convinieron las partes, sería reiniciado, cuando se obtuviera la autorización de la DIMAR y se definiera lo referente a los recursos
.

· El 13 de enero de 2006, las partes suscribieron Acta de Acuerdo en la que fijaron el valor fiscal del contrato en la suma de $6.311.841.123,67, según las cantidades, valores unitarios y totales incluidos en los anexos de ese mismo documento
.

· El 24 de febrero de 2006, las partes suscribieron Acta de Acuerdo en la que ampliaron el término de la etapa de programación, hasta tanto el consorcio Vías del Cabrero comunicara y socializara con la comunidad los aspectos necesarios para la construcción de la Carrera Tercera del Cabrero o soledad Román de Núñez
.
· El día 22 de marzo de 2007, las partes firmaron el Modificatorio No. 1, por medio de la cual se variaron, entre otras cláusulas del contrato de concesión No. 049-03, la atinente al objeto del contrato, para reducirlo a  la construcción de la avenida del Lago del Cabrero y al dragado de este; la relativa al valor del contrato, para convenirlo en suma de $6.932.120.648,73; y la referente a la recuperación de la inversión. En esta última materia, convinieron que la inversión relativa  a la construcción de la obra sería recuperada con cargo a los recursos procedentes del pago de la contribución de valorización,  y que la recuperación de la inversión atinente al dragado sería financiado con recursos propios de EDURBE S.A.
.

· El 6 de diciembre de 2007, las partes suscribieron Acta Compensatoria de Obras del Ítem 7 “Total Obras” del componente “Construcción Vías” del Modificatorio 1
.

· El día 8 de abril de 2008, las partes suscribieron el Modificatorio No. 2, por medio del cual convinieron la ampliación, hasta el 9 de septiembre de 2008, del plazo de ejecución por el concesionario, de las obras objeto del contrato, incluido el  cumplimiento de las obligaciones inherentes a las etapas de programación y construcción
.

· El día 9 de septiembre de 2008, las partes suscribieron el Modificatorio No. 3, por medio del cual, las partes convinieron la ampliación, hasta el 22 de octubre de 2008, del plazo pactado en la cláusula primera del modificatorio No. 2
.

· El día 22 de octubre de 2008, las partes suscribieron el documento denominado Modificatorio No. 4, por el que convinieron, nuevamente, ampliar, por el término de un (1) mes, el plazo pactado en la cláusula primera del modificatorio No. 3
.

Posteriormente, el 10 de noviembre de 2008, estas suscribieron, el documento denominado Modificatorio No. 5, en el que acordaron que Edurbe S.A. transferiría al concesionario los recursos para la ejecución de las obras previstas en el Acta Compensatoria de Obra de fecha 6 de diciembre de 2007, para la solución de drenajes de aguas lluvias
. Al punto convinieron:
“CLÁUSULA PRIMERA. RECURSOS PARA LA EJECUCIÓN DE OBRAS APLAZADAS SEGÚN ACTA COMPENSATORIA Y OTRAS ADICIONALES. EDURBE S.A. transferirá al concesionario las siguientes sumas en las que se incrementará en consecuencia el valor inicial del contrato No. 049 de 2003, así: 1. MIL TRESCIENTOS OCHENTA Y TRES MILLONES CIENTO VEINTIOCHO MIL CUATROCIENTOS SETENTA Y CUATRO PESOS CON CUARENTA CENTAVOS ($1.383.128.474,40, recursos que se destinarán exclusivamente a la ejecución de las obras previstas en el ACTA COMPENSATORIA DE OBRA de fecha 6 de diciembre de 2007 suscrita entre las partes, cuyo cuadro de cantidades estimadas y costos hacen parte de dicha acta y constituye ANEXO TÉCNICO del presente adicional. 2. ONCE MILLONES SEISCIENTOS NUEVEMIL OCHENTA Y CINCO PESOS ($11.609.805), para cubrir obras adicionales aprobadas por la interventoría, aludidas en el Convenio Distrito – EDURBE (…)”

(…)

“CLÁUSULA TERCERA: ALCANCE DE LAS OBRAS A EJECUTAR CON LOS RECURSOS ADICIONADOS. Las partes hacen constar expresamente, acorde con lo pactado por ellas en ACTA COMPENSATORIA de fecha 6 de diciembre de 2007, que las obras a ejecutar son las estipuladas en dicha acta, acorde con lo dispuesto en el contrato inicial y los documentos que precedieron este y las adicionales valoradas en $11.609.085, trabajos que se describen en ANEXO TÉCNICO”.

En este documento modificatorio, las partes definieron, también, el plazo de ejecución de las obras, de la siguiente manera:
“CLÁUSULA CUARTA. CONSTRUCCIÓN: PLAZO DE EJECUCIÓN DE LAS OBRAS 5 MESES. El contratista se obliga a iniciar la ejecución de las obras dentro de los cinco (5) días siguientes al recibo de los dineros a transferir; sin embargo, el plazo para la ejecución de parte de las obras a financiar con los recursos que se transfieren, pactado igualmente en cinco (5) meses, empezará a hacerse exigible por EDURBE S.A. para los trabajos correspondientes, una vez se solucionen las siguientes situaciones: 1. Restitución de espacio público para construcción canal No. 6.  2. Expropiación inmuebles pendientes. 3. Autorización intervención parque Apolo”.

El día 29 de julio de 2015, la parte concesionaria (el Consorcio Vías del Cabrero) solicitó al Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Cartagena la integración de un Tribunal de Arbitramento para dirimir sus controversias con la Empresa de Desarrollo Urbano de Bolívar S.A. –EDURBE S.A.-, derivadas del Contrato de Concesión No. 049-03 3396, con formulación de las siguientes pretensiones:

“4.1. PRETENSIONES DECLARATIVAS:

PRIMERA.- Que se declare el incumplimiento del Contrato de Concesión No. 049-03, por parte del convocado EDURBE S.A., por no haber cumplido su obligación pactada en el contrato y especialmente en el Otrosí No. 5, referente a la expropiación de inmuebles necesarios para poder culminar el proyecto “construcción de la avenida del lago del cabrero (Avenida 3ra).

SEGUNDA.- Que se declare el incumplimiento del Contrato de Concesión No. 049-03, por parte del convocado EDURBE S.A., por no haber pagado los recursos correspondientes para realizar el dragado del lago del cabrero, tal como se pactó en el objeto del contrato cláusula primera 1º.

TERCERA.- Que se declare el incumplimiento del Contrato de Concesión No. 049-03, por parte del convocado EDURBE S.A., por no haber pagado los errores del riegue de valorización, ni haber garantizado la recuperación de la inversión, entre otros, conforme a la cláusula cuarta y vigésima (4ª y 20º) del contrato, referente a la Garantía de Ingreso por Valoración.

CUARTA.- Que se declare patrimonialmente responsable al convocado (EDURBE S.A.), por los daños antijurídicos sufridos por parte del convocante (Consorcio Vías del Cabrero) en la ejecución del contrato de concesión 049-03, por los actos, hechos y omisiones antijurídicas que se probaran en el curso del proceso.

QUINTA.- Que se ordene al EDURBE S.A. recibir la obra objeto del contrato de concesión No. 049-03.

SEXTA.- Que se ordene la terminación y se liquide el contrato de concesión No. 049-03.

4.2. PRETENSIONES DE CONDENA:

PRIMERA.- Que como consecuencia de la declaración contenida en la Pretensión Primera y Cuarta (1ª y 4ª) Declarativa, se condene a EDURBE S.A., a reconocer y pagar al  CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO, la suma de (DOS MIL NOVECIENTOS VEINTITRES MILONES SETECIENTOS NOVENTA MIL CUATROCIENTOS OCHENTA PESOS $2.923.790.480,oo), MONEDA LEGAL COLOMBIANA, por concepto de mayores gastos operativos atendiendo que el plazo del contrato se ha extendido por más de tres (3) años.

SEGUNDA.- Que como consecuencia de la declaración contenida en la Pretensión Segunda y Cuarta (2ª y 4ª) Declarativa, se condene a EDURBE S.A., a reconocer y pagar al CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO, la suma de CIENTO SETENTA Y SIETE MILLONES OCHOCIENTOS SIETE MIL SETECIENTOS SETENTA Y CINCO PESOS ($177.807.775,oo)MONEDA LEGAL COLOMBIANA, por concepto de utilidad dejada de percibir por concepto del dragado del lago del cabrero.

TERCERA.- Que, como consecuencia de la declaración contendía en la Pretensión Tercera (3ª) Declarativa, se condene a EDURBE S.A., a reconocer y pagar al CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO, las siguientes sumas de CINCO MIL OCHOCIENTOS NUEVE MILLONES NOVECIENTOS DOCE MIL NOVECIENTOS DIEZ PESOS ($5.809.912.910) MONEDA LEGAL COLOMBIANA, por concepto de capital no recaudado a la fecha (errores de riegue reconocidos mediante Resolución No. 11-0115 del 22 de febrero de 2011 (105 predios) y riegue que no pudo ser recaudado.

CUARTA.- Que, como consecuencia de la declaración contendía en las Pretensiones Declarativas 1º, 2º, 3º y 4º, se condene a EDURBE S.A., a pagar a las sociedades miembros del CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO, todos los perjuicios materiales presentes y futuros (consolidados y no consolidados) que se prueben dentro del presente proceso, originados con ocasión al incumplimiento del contrato por parte de la convocada.

QUINTA.- Que se condene al convocado EDURBE S.A., a pagar al CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO, todos los perjuicios moratorios que se prueben dentro del presente proceso, sufridos por la Parte Convocante como consecuencia del incumplimiento del Contrato de Concesión No. 049-03.

SEXTA.- Que se condene a EDURBE S.A., a pagar al Consorcio, el valor de los perjuicios que sufrió el contratista en la modalidad de daño emergente, como consecuencia del pago que a modo de Cuota Litis debe pagar el consorcio contratista al suscrito; lo anterior, de conformidad al valor de la condena que en el laudo se ordene y según el pacto de honorarios conforme al contrato de prestación de servicios profesionales que se anexa.


OCTAVA.- (sic) Que las sumas reconocidas por las pretensiones condenatorias, se actualicen debidamente mediante la aplicación del índice de precios al consumidor (I.P.C.) y las fórmulas de corrección monetaria que ha establecido la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado. Lo anterior, para efectos de compensar la pérdida de valor adquisitivo de la moneda.

NOVENA.- Que el laudo arbitral que dé merito favorable a las pretensiones de la demanda, se le ordenen el cumplimiento en los términos del artículo 192 del C.P.A.C.A.

DÉCIMA.- Que se condene a las entidades convocadas, al pago de las costas que le ocasiones a la convocante la presente convocatoria y las agencias en derecho, de conformidad con las disposiciones legales vigentes al momento de proferir el laudo arbitral que ponga fin al presente proceso.

UNDÉCIMA.- Que se ordenen a las entidades convocadas reconocer a cada una de las sociedades miembros del CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO sobre las sumas de dinero objeto de la condena, intereses moratorios conforme lo indica el CPACA.

DUODÉCIMA.- Que se ordenen a la parte demandada dar cumplimiento a la sentencia dentro de un término no mayor a diez meses (10), contados a partir de su fecha de ejecutoria del laudo”.

El Tribunal de Arbitramento, que se instaló el 23 de octubre de 2015, admitió la demanda arbitral presentada el 29 de julio de 2015, corrió traslado de esta a la parte convocada, y ordenó la notificación del auto admisorio al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado
.

La Empresa de Desarrollo Urbano de Bolívar S.A. –EDURBE S.A.-, contestó oportunamente la demanda arbitral
, se pronunció frente a los hechos que sirvieron de fundamento a la formulación de pretensiones, se opuso a estas, propuso excepciones de mérito –sobre las que se pronunció la parte convocante en el término de traslado respectivo
-, objetó la estimación de perjuicios y solicitó la práctica de algunas pruebas.

El día 15 de marzo de 2016 se llevó a cabo audiencia de conciliación, diligencia que se declaró fracasada ante la falta de ánimo conciliatorio de las partes, según se consignó en el Auto No. 07 de esa fecha
.

El 29 de abril de 2016 se cumplió la primera audiencia de trámite, en la que el Tribunal, al analizar el contenido de las controversias puestas en su conocimiento, encontró acreditada la existencia del pacto arbitral, además, evidenció que las controversias planteadas estaban cobijadas por este, y eran susceptibles de disposición y transacción, por lo que estimó que se dio cumplimiento al trámite previsto en el artículo 30 de la Ley 1563 de 2013 y, en consecuencia, por medio de Auto No. 10 de esa fecha, resolvió declararse competente para decidir en derecho las diferencias sometidas a su consideración, tanto en la demanda, como en su contestación
. El mismo día, mediante Auto No. 13 del 29 de abril de 2016, decretó las pruebas solicitadas por las partes
.

En audiencia celebrada el 4 de agosto de 2016, conforme al Auto No. 32
, se cerró la etapa instructiva del proceso arbitral y se citó la audiencia para alegar de conclusión que se surtió el día 29 de agosto de 2016, en la cual las partes formularon de manera verbal sus alegaciones y entregaron un resumen escrito que se incorporó al expediente
. A su turno, la Procuradora 130 Judicial II ante el Tribunal Administrativo de Bolívar, presentó su concepto por medio de escrito radicado el 29 de agosto de 2016
.

El día 4 de octubre de 2016, el apoderado de EDURBE S.A. formuló recusación contra el árbitro presidente, Dr. Wilson Toncel Gaviria y, por escrito del 12 de octubre de ese año, hizo lo propio contra el árbitro Dr. Humberto Mesa Armenta, razón por la cual el proceso estuvo suspendido hasta el 30 de abril de 2018, fecha en que se resolvió la segunda recusación formulada, según consta en Acta No. 32 de esa fecha
.

El Tribunal de Arbitramento profirió el correspondiente laudo arbitral el nueve (9) de mayo de dos mil dieciocho (2018), y en este resolvió lo siguiente
:

“1. EN RELACIÓN CON LAS PRETENSIONES DECLARATIVAS DE LA DEMANDA INSTAURADA POR EL CONSORCIO VIAS DEL CABRERO Y SUS INTEGRANTES:

-. PRIMERO: Declárese el incumplimiento del Contrato de Concesión No. 049-03, por parte de la EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A., por no haber cumplido su obligación pactada en el contrato y especialmente en el Otrosí No. 5, referente a la expropiación de inmuebles necesarios para poder culminar el proyecto construcción de la avenida del lago del Cabrero (Avenida 3ª), por las razones expuestas en la parte motiva de este laudo arbitral. En consecuencia, en los anteriores términos prospera la pretensión primera declarativa de la demanda.

-. SEGUNDO: Declárese el incumplimiento del Contrato de Concesión No. 049-03, por parte de la EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A., por no haber pagado los recursos correspondientes para realizar el dragado del Lago del Cabrero, tal como se pactó en el objeto del contrato, cláusula primera, por las razones expuestas en la parte motiva de este laudo arbitral. En consecuencia, en los anteriores términos prospera la pretensión segunda declarativa de la demanda.

-. TERCERO: Declárese el incumplimiento del Contrato de Concesión No. 049-03, por parte de la EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A., por haber incurrido en errores de riegue de valoración al no haber garantizado la recuperación de la inversión, conforme a la cláusula cuarta y vigésima (4 y 20) del contrato, referente a la garantía de ingreso por valorización, por las razones expuestas en la parte motiva de este laudo arbitral. En consecuencia, en los anteriores términos prospera la pretensión tercera declarativa de la demanda.

-. CUARTO: Declárese patrimonialmente responsable a la EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A., por los daños antijurídicos sufridos por el CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO, al igual que a sus integrantes, durante la ejecución del Contrato de Concesión No. 049-03, por los actos y omisiones antijurídicos expuestos expresamente en este laudo. En consecuencia, en los anteriores términos prospera la pretensión cuarta declarativa demanda en lo que respecta a los perjuicios expresamente reconocidos en este laudo.

-. QUINTO: Ordenase la terminación del Contrato de Concesión No. 049-03, suscrito entre el  CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO y la EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A. En consecuencia, en los anteriores términos prospera la pretensión sexta declarativa de la demanda.|

.-SEXTO: Ordenase la liquidación del Contrato de Concesión No. 049-03, suscrito entre el  CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO y la EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A., teniendo en cuanta (sic) las razones y parámetros expuestos en la parte motiva. En consecuencia, en los anteriores términos prospera la pretensión sexta declarativa de la demanda.|

.- SÉPTIMO: Ordenase a la EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A., que reciba la obra objeto del Contrato de Concesión No. 049-03, suscrito entre dicha entidad y el 
CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO, por las razones expuestas en la parte motiva de este laudo. En consecuencia, en los anteriores términos prospera la pretensión quinta declarativa de la demanda.|

2. EN RELACIÓN CON LAS PRETENSIONES DE CONDENA DE LA DEMANDA INSTAURADA POR EL CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO Y SUS INTEGRANTES:

 -. PRIMERO: No se accede a condenar a la EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A. a reconocer y pagar al CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO la suma de dos mil novecientos veintitrés millones setecientos noventa mil cuatrocientos ochenta pesos ($2.923.790.480.oo), por concepto de mayores gastos operativos reclamados por la extensión del plazo del contrato por más de tres (3) años, por las razones expuestas en la parte motiva de este laudo. En consecuencia, en los anteriores términos no prospera la pretensión primera de condena de la demanda.

-. SEGUNDO: Condenase a la EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A., a pagar a favor del CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO, la suma de CIENTO VEINTE MILLONES SETECIENTOS QUINCE MIL QUINIENTOS PESOS M/CTE ($120.715.000.oo), por concepto de la utilidad dejada de percibir al no poder ejecutar la obra de dragado del Cabrero, por las razones expuestas en la parte motiva de este laudo arbitral. En consecuencia, en los anteriores términos prospera la segunda pretensión de condena de la demanda.

-. TERCERO: Condenase a la EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A., a pagar a favor del CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO, la suma de DOS MIL TRESCIENTOS SETENTA Y CINCO MILLONES CIENTO VEINTICINCO MIL TRESCIENTOS NOVENTA Y TRES PESOS M/CTE. ($2.375.125.393.oo), por concepto de errores de riegue por capital no recaudado, por las razones expuestas en la parte motiva de este laudo arbitral. En consecuencia, en los anteriores términos prospera la tercera pretensión de condena de la demanda.

-. CUARTO: Se accede parcialmente a condenar a la EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A., a pagar al CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO el valor de los perjuicios materiales presentes y futuros (consolidados y no consolidados), que vienen probados en el proceso, originados por el incumplimiento del Contrato de Concesión No. 049-03, los cuales se encuentran comprendidos en las condenas contenidas en los apartes segundo y tercero anteriores. En consecuencia, en estos términos prospera parcialmente la cuarta pretensión de condena de la demanda.

-. QUINTO: Se accede parcialmente a condenar a la EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A., a pagar al CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO el valor de los perjuicios moratorios probados dentro del proceso y sufridos por la parte convocante como consecuencia del incumplimiento del Contrato de Concesión No. 049-03, los cuales se encuentran comprendidos en las condenas contenidas en los apartes segundo y tercero anteriores. En consecuencia, en estos términos prospera parcialmente la quinta pretensión de condena de la demanda.

-. SEXTO: No se accede a condenar a la EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A., a pagar al CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO los perjuicios reclamados por éste, en la modalidad de daño emergente, consistentes en el pago que, a modo de cuota Litis, debe pagar el CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO a su apoderado, de conformidad con la condena que se ordene en el laudo y según pacto de honorarios contenido en el contrato de prestación de servicios profesionales, por las razones expuestas en la parte motiva de este laudo. En consecuencia, en los anteriores términos no prospera la sexta pretensión de condena de la demanda.

-. SÉPTIMO: Se accede a la pretensión de actualizar las sumas objeto de condena en este laudo, mediante la aplicación del índice de precios al consumidor (I.P.C.) y las fórmulas de corrección monetaria que ha establecido la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, para efectos de compensar la pérdida del valor adquisitivo de la moneda, por las razones expuestas en la parte motiva de este laudo. En consecuencia, en los anteriores términos  prospera la octava pretensión de condena de la demanda.

-. OCTAVO: Se ordena a la EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A., que dé cumplimiento a lo ordenado en este laudo en los términos señalados en el artículo 192 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. En consecuencia, en los anteriores términos prospera la novena pretensión de condena de la demanda.

-. NOVENO: Se condena a la EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A., a pagar a favor del CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO las costas del proceso, las cuales se fijan en la suma de CUATROCIENTOS CATORCE MILLONES CIENTO OCHENTA Y CUATRO MIL DOSCIENTOS CINCUENTA Y UN PESOS M/CTE ($414.184.251.oo), por las razones expuestas en la parte motiva de este laudo. En consecuencia, en los anteriores términos prospera la décima pretensión de condena de la demanda.

-. DÉCIMO: Se condena a la EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A., a pagar a favor de CONSORCIO VÍAS DEL CABRERO los intereses moratorios que se causen sobre las sumas objeto de condenas contenidas en este laudo, a partir de su ejecutoria, de conformidad con lo previsto en el  Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, por las razones expuestas en la parte motiva. En consecuencia, en los anteriores términos prospera la undécima pretensión de condena de la demanda.

-. DÉCIMOPRIMERO: Se ordena a la EMPRESA DE DESARROLLO URBANO DE BOLÍVAR S.A., que dé cumplimiento a lo ordenado en este laudo en un término no mayor a diez (10) meses, contados a partir de su ejecutoria, por las razones expuestas en la parte motiva. En consecuencia, en los anteriores términos prospera la duodécima pretensión de condena de la demanda.

3. EN RELACIÓN CON LAS EXCEPCIONES DE MÉRITO FORMULADAS POR LA PARTE CONCOVADA CONTRA LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA:

-. PRIMERO: Declárense no probadas las excepciones de mérito propuestas por la parte convocada, denominadas “Caducidad de la acción”, “Indebida convocatoria al Tribunal de Arbitramento”, “Es nulo el contrato estatal que sirve de fundamento para incoar la presente acción”, “Cobro de actividades no realizadas” y “Concurrencia de culpas”, por las razones expuestas en la parte motiva de este laudo arbitral.

-. SEGUNDO: Declárense probadas las excepciones de mérito propuestas por la parte convocada denominadas “Inexistencia de mayor permanencia en obra imputable al contratante” y “Renuncia de mayores costos”, por las razones expuestas en la parte motiva de este laudo arbitral.

4. EN RELACIÓN CON OTRAS DECISIONES DEL TRIBUNAL:
-. PRIMERO: Disponer que por Secretaría se expidan copias auténticas de este Laudo con destino a cada una de las partes y al Señor Agente del Ministerio Público, y copia simple para el Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Cartagena de Indias.

-. SEGUNDO: Una vez en firme éste laudo o la providencia que decida sobre su aclaración, corrección o complementación, ordénese el pago del cincuenta por ciento (50%) restante de los honorarios a los honorables árbitros y el señor secretario, de conformidad con lo establecido por la ley. El Presidente del Tribunal efectuará, en la oportunidad de ley, la liquidación final de gastos, y de la misma rendirá cuenta razonada a las partes, efectuando la restitución de los saldos en el evento de que a ellos hubiere lugar (artículo 28 de la Ley 1563 de 2012).

-. TERCERO: Disponer la entrega del expediente al Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Cartagena para su archivo”.

Frente a esta decisión, salvó su voto el árbitro Hernando Herrera Mercado
 con fundamento en argumentos que bien se resumen en el siguiente extracto de su texto: 

“(…) Al no haberse tenido en cuenta el imperativo principio de planeación, de donde surge la sanción que de ello se deriva, la que, sin dubitación alguna, es la nulidad absoluta del contrato, tal como lo declara el artículo 1741 del Código Civil, en el que se precisa que está inmerso en nulidad absoluta el contrato del que se predica la afectación de su validez por la presencia de un objeto ilícito. 

Por todo ello, para el suscrito obraban razones vigorosas que respaldan la procedencia de la excepción de nulidad absoluta del contrato, y así ha debido ser declarado en la parte resolutiva del laudo (…)”

Tanto el Consorcio Vías del Cabrero
, como la Empresa de Desarrollo Urbano de Bolívar S.A.
 presentaron solicitudes de aclaración del laudo, pero estas fueron negadas por medio del Auto No. 35 del 21 de mayo de 2018, por las razones y en los términos consignados en la parte motiva de esa providencia
.

La   Empresa de Desarrollo Urbano de Bolívar S.A., presentó el 13 de junio de 2018, recurso extraordinario de anulación de laudos arbitrales invocando las causales 2ª, 4ª y 5ª del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012, con la pretensión que esta Corporación decrete la nulidad del laudo proferido el 9 de mayo de 2018
.
Por su parte, el Consorcio Vías del Cabrero, el día 31 de julio de 2018, descorrió el traslado del recurso extraordinario presentado, en el que se opuso a todas y cada una de las consideraciones expuestas y solicitó a esta Corporación declarar infundado el recurso de anulación interpuesto
.

Por medio de auto del 1 de octubre de 2018
, esta Corporación avocó el conocimiento del asunto y ordenó su notificación según lo previsto en el artículo 198 numeral 3º de la Ley 1437 de 2011 (CPACA).

II. EL RECURSO DE ANULACION

El recurrente invoca como causales para deprecar la anulación del laudo del nueve (9) de mayo de dos mil dieciocho (2018), las previstas en los numerales 2º, 4º y 5º del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012, a saber: “2ª. La caducidad de la acción, la falta de jurisdicción o de competencia”; “4ª. Estar el recurrente en alguno de los casos de indebida representación, o falta de notificación o emplazamiento, siempre que no se hubiere saneado la nulidad.” y “5ª. Haberse negado el decreto de una prueba pedida oportunamente o haberse dejado de practicar una prueba decretada, sin fundamento legal, siempre y cuando se hubiere alegado la omisión oportunamente mediante el recurso de reposición y aquella pudiera tener incidencia en la decisión”.
III. CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso extraordinario de anulación interpuesto, la Sala analizará los siguientes tópicos: i) La competencia del Consejo de Estado para conocer el presente asunto; ii) El recurso de anulación de laudos arbitrales, su naturaleza y características, iii) Las causales invocadas y el recurso de anulación en el caso concreto; iv) la procedencia de la condena en costas.

3.1. Competencia

Le corresponde a la Sección Tercera del Consejo de Estado, conocer en única instancia de los recursos de anulación contra laudos arbitrales proferidos en conflictos originados en contratos celebrados por las entidades públicas o por quienes desempeñen funciones administrativas o en los que intervenga una entidad pública o quien desempeñe funciones administrativas,  tal como lo establece el numeral 7º del artículo 149 de la Ley 1437 de 2011 (CPACA), en concordancia con el inciso 3º del artículo 46 de la Ley 1563 de 2012
.

El laudo objeto del recurso extraordinario de revisión resolvió una controversia surgida en el marco de la ejecución de un contrato de concesión de obra pública en el que son partes, por un lado, la   Empresa de Desarrollo Urbano de Bolívar S.A. – EDURBE S.A.-, como concedente y, por el otro, el Consorcio Vías del Cabrero, como concesionario.
Como la parte convocada, esto es, la Empresa de Desarrollo Urbano de Bolívar S.A. – EDURBE S.A.-, es una empresa industrial y comercial del Estado del orden distrital, constituida el 24 de diciembre de 1981 mediante Escritura Pública No. 2069 otorgada en la Notaría Segunda del Círculo de Cartagena, con capital netamente público
, la Sección Tercera de esta Corporación es competente para conocer de este asunto.

3.2. El recurso de anulación de laudos arbitrales, su naturaleza y características.

La jurisprudencia de la Corporación ha sido pacífica en señalar la naturaleza restrictiva, extraordinaria y, por ende, excepcional, del recurso de anulación de laudos arbitrales
, teniendo en cuenta que su finalidad se orienta a cuestionar la decisión arbitral por errores in procedendo (por violación de leyes procesales), esto es, por quebrantamiento de normas reguladoras de la actividad procesal, desvío del juicio o vulneración de las garantías del derecho de defensa y del debido proceso, más no por errores de juzgamiento o in iudicando (por violación de leyes sustantivas).

Entonces, la discusión en torno a si el Tribunal obró o no conforme al derecho sustancial (falta de aplicación de la ley sustantiva, indebida aplicación o interpretación errónea), si plantó o revivió un nuevo debate probatorio o si hubo o no un yerro, bien en la valoración de las pruebas o bien en las conclusiones a las que arribó, son ajenas a la competencia de esta Corporación, puesto que el juez de anulación no es superior jerárquico del Tribunal de Arbitramento y, por tanto, no podrá intervenir en el juzgamiento del asunto de fondo para modificar sus decisiones, por no compartir sus razonamientos o criterios
. 
Así, las facultades del juez del recurso de anulación de laudos arbitrales están limitados por el llamado “principio dispositivo”
, y según este, es el recurrente quien delimita, con la formulación y sustentación del recurso, el objeto que se persigue dentro de las precisas y taxativas causales que la ley consagra
. 
Por lo anterior, al juez no le es permitido establecer cuál es la causal que el recurrente invoca
, ni interpretar lo expresado por el recurrente para entender o deducir la causal invocada y, menos aún, pronunciarse sobre aspectos no contenidos en la formulación y sustentación del correspondiente recurso extraordinario de anulación
, por lo que, deberá rechazar de plano el recurso cuando las causales que se invoquen o propongan no correspondan a alguna de las señaladas en la ley.

3.3 Las causales invocadas y el recurso de anulación en el caso concreto
3.3.1 Como primera causal de anulación se plantea la “caducidad de la acción, la falta de jurisdicción o de competencia”, prevista en el numeral 2º del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012. 
3.3.1.1. Argumentos del recurrente relacionados con la referida causal

Aduce el recurrente que desde el inicio de la controversia dejó constancia y advirtió respecto de la caducidad de la acción objeto del presente proceso, aspecto que no sólo propuso como excepción sino que fue objeto de recurso de reposición frente a la decisión del tribunal arbitral de declararse competente en la primera audiencia de trámite; sin embargo, este no repuso la providencia y, por el contrario, confirmó la asunción de competencia.
A manera de sustentación del cargo formulado con apoyo en esta causal el recurrente manifiesta lo siguiente
:

“(…) La caducidad de la acción constituye causal de nulidad del Laudo Arbitral cualquiera que sea el sentido del fallo de conformidad con lo estipulado por el artículo 41 de la Ley Arbitral.

De conformidad con (sic) numeral 2º, literal J) de la ley 1437 de 2011, según el caso, la oportunidad para presentar la demanda en ejercicio del medio de control de controversias contractuales se determina por las siguientes circunstancias:

“Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser presentada: (…)

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: (…)

j) En las relativas a contratos el término para demandar será de dos (2) años que se contarán a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento.

(…)

En los siguientes contratos, el término de dos (2) años se contará así:

(…)

v) En los que requieran de liquidación y esta no se logre por mutuo acuerdo o no se practique por la administración unilateralmente, una vez cumplido el término de dos (2) meses contados a partir del plazo convenido para hacerlo bilateralmente o, en su defecto, del término de cuatro (4) meses siguientes a la terminación del contrato o la expedición del acto que lo ordene o del acuerdo que lo disponga; (…)”
En este caso, el término de 2 años se empezó a contar a partir del vencimiento del plazo que tenía la administración para liquidar unilateralmente el contrato, es decir, 4 meses después de la terminación del contrato.

En este orden de ideas, como el objeto del contrato debió cumplirse el 18 de abril de 2009, el término de dos (2) años para interponer la demanda empezó a correr a partir del 19 de agosto de 2009, es decir al día siguiente de agotados los 4 meses luego de la terminación del contrato y, en consecuencia, el término para presentar la demanda venció el 19 de agosto del año 2011.

(…)

En otras palabras, a partir de la fecha de terminación del contrato se cuentan los meses que tenían las partes para liquidar de común acuerdo –plazo convencional o legal establecido para la realización de la liquidación bilateral o conjunta-, si no se produjo se adicionan los dos (2) meses con los que cuenta la entidad estatal para realizar la liquidación unilateral, y a partir de eses momento se contabiliza el plazo de dos (2) años para interponer la acción.

De acuerdo con las cláusulas que regulan el contrato y sus modificatorios, específicamente el Modificatorio No. 5 del 11 de noviembre de 2008, referenciado en los considerandos 12 y siguientes, se estableció el término de cinco (5) meses como último plazo para exigir las obras contratadas.

Es así como el 18 de noviembre de 2008 y en desarrollo del otrosí número 5 citado en los considerandos hizo el pago de los recursos a que se obligó. Ello para decir que el plazo de 5 meses se extendió hasta el 18 de abril de 2009, fecha en que debió entregarse finalmente la obra contratada y la que no fue prorrogado por las partes, por lo que resulta claro que el plazo de ejecución no se extendió. Al respecto no debe perderse de vista que, en materia de contratación estatal, no son posibles las prórrogas tácitas o automáticas.

(…)

En este orden de ideas, se tiene que a partir del 18 de abril de 2009, comenzó a correr el término para los trámites de liquidación del contrato, en la situación que entonces se encontrare, pues todo lo que inicia debe culminar. Así las cosas, hasta el 18 de junio de 2009, fue la oportunidad para liquidar de manera bilateral, que de no cumplirse, solo procedería la liquidación unilateral del contrato por parte de EDURBE S.A. a más tardar el 19 de agosto de 2009, lo que tampoco se hizo, fecha a partir de la cual empezó a correr el término improrrogable de dos (2) años para judicializar el contrato en cuestión, o sea hasta el 18 de agosto de 2011, fecha en la que caducó la entonces acción de controversias contractuales.

Se reitera que, el término de caducidad es uno, se encuentra previsto en la ley y no es modificable por las partes.

Así las cosas, como quiera que la demanda se presentó en julio de 2015, es claro que el ejercicio del medio de control de controversias contractuales se ejercitó por fuera del término legal dispuesto para ello y, por ende, inevitable viene a ser concluir que en el presente caso operó el fenómeno de la caducidad de la acción. (…)”

El recurrente sostuvo, finalmente, que una cosa es pedir, por ejemplo,  reconocimientos realmente ejecutados por fuera del plazo contractual hasta antes de la liquidación del contrato, o reclamar una mayor permanencia en una obra, y otra es entender que los plazos se prorrogan automática e indefinidamente como lo hicieron el contratista y el tribunal de arbitramento, en la medida que las obligaciones alegadas por la parte convocante son inexistentes desde el punto de vista jurídico toda vez que el hecho futuro e incierto del cual pendía su nacimiento nunca se cumplió, ya que estaban sujetas a una condición suspensiva que, al no acaecer, imposibilita su nacimiento a la vida jurídica.
3.3.1.2. Posición de la parte convocante frente a la “caducidad de la acción”
Frente a estos argumentos, quien fungió como parte convocante en el trámite arbitral planteó, al descorrer el traslado del recurso
, que el término de caducidad que rige para los arbitrajes que involucren una entidad pública es el especificado por la Ley 1437 de 2011 (CPACA) y que, en la eventualidad de encontrarse configurada así deberá decretarse, situación que en todo caso no tuvo lugar en este asunto.

Para explicar este aserto, dijo el consorcio que el 10 de noviembre de 2008 las partes contratantes suscribieron el Modificatorio No. 5 mediante el cual se convino la transferencia de los recursos para la ejecución de las obras previstas en acta compensatoria de obra de fecha 6 de diciembre de 2007, para la solución de drenajes de aguas y pactaron, como plazo de ejecución, un término de cinco (5) meses sujeto a unas condiciones especiales que, a su juicio, configuraban una condición suspensiva en virtud de la cual, el plazo empezaría a correr siempre y cuando EDURBE S.A. cumpliera con las siguientes obligaciones: “I. Restitución espacio público para construcción canal No. 6. 2. Expropiación inmuebles pendientes. 3. Autorización intervención parque Apolo”.

Adujo que, frente a las anteriores obligaciones, EDURBE S.A. no cumplió con la expropiación de inmuebles razón por la cual, para la época en que se radicó la convocatoria del tribunal, la obra no había terminado, y que, atendiendo a que el plazo estaba sometido al cumplimiento de dicha condición, se podía concluir, que el plazo contractual se encontraba vigente. 

A juicio del consorcio, los múltiples oficios que este envió a EDURBE S.A., en los que le solicitaba expropiar los inmuebles pendientes a efectos de terminar la vía, sin que hasta la emisión del laudo arbitral existiera respuesta positiva al respecto, constituyen prueba del mencionado incumplimiento. Por tanto, en su criterio, el fenómeno jurídico procesal de la caducidad no operó en el presente asunto.

Agregó, finalmente, luego de citar algunos pronunciamientos de la jurisprudencia del Consejo de Estado que, al versar este asunto sobre la ejecución de un contrato de concesión de obra pública, tal como lo reconoció el laudo arbitral, resulta palmario concluir que su naturaleza es la propia de un acuerdo de tracto o ejecución sucesiva y no de ejecución instantánea. Esta inferencia, dijo, finalmente, tiene especial significación, pues el “dies a quo” para el ejercicio del medio de control de controversias contractuales, no sólo está atado a la etapa de liquidación, sino que también deberá tener en cuenta la naturaleza del contrato. Dicha fase, dijo, está inescindiblemente vinculada al tipo de negocio jurídico, pues no es lo mismo entender el cómputo de la caducidad de un contrato de concesión de obra –en el que el factor temporal está delineado por la recuperación de la inversión-, que el cálculo frente a un contrato de obra pública.
3.1.1.3. El ministerio público guardó silencio.

3.1.1.4. Consideraciones de la Sala frente a la causal de “caducidad de la acción”.
3.1.1.4.1 Verificación del requisito de procedibilidad previsto en el   artículo 41 de la Ley 1563 de 2012
La jurisprudencia de la Corporación ha considerado que una de las etapas más importantes en el proceso arbitral se cumple en la primera audiencia de trámite, en la que se profiere el auto con el que el propio Tribunal de Arbitramento decide sobre su competencia
. De acuerdo con el artículo 30 de la Ley 1563 de 2012
, esa decisión solo es susceptible de recurso de reposición. 

Por ello, si una parte no está de acuerdo con la competencia que el Tribunal asume y, pese a ello, se abstiene de presentar el recurso de reposición, no podrá fundar una ulterior solicitud de anulación del laudo en la causal de falta de competencia del tribunal de arbitramento. 

Resulta fácil inferir, a partir de las prescripciones de los artículos 30 y 41 de la Ley 1563 de 2012, que la conducta procesal de las partes e intervinientes en el curso de la primera audiencia de trámite tiene efectos jurídicos trascendentales: i) el del sometimiento a la competencia del Tribunal de Arbitramento, y, ii) la consecuente pérdida de la oportunidad procesal para alegar la falta de competencia en sede del recurso de anulación del laudo.

Pues bien, revisados los antecedentes que enmarcan el desarrollo del proceso arbitral, desde la convocatoria del tribunal, hasta la expedición del laudo, la Sala pudo verificar que el apoderado de la Empresa de Desarrollo Urbano de Bolívar S.A. – EDURBE S.A.-, en la Primera Audiencia de Trámite celebrada el 29 de abril de 2016
, interpuso el recurso de reposición frente al auto en el que el tribunal asumió la competencia. En el citado recurso expuso los motivos que hoy plantea en sede de anulación, esto es, que había operado el fenómeno de caducidad de la acción y que, como consecuencia de ello, el tribunal no tenía competencia para conocer de las pretensiones del convocante. Al desatar el recurso, el tribunal confirmó su decisión por Auto No. 11 del 29 de abril de 2016
 y, por Auto No. 12 de esta misma fecha, no accedió a la solicitud de aclaración elevada por el apoderado de la convocada
. En consecuencia, con estas decisiones, el tribunal arbitral asumió la competencia para conocer del litigio.

Así las cosas, habiendo verificado el cumplimiento de este requisito de procedibilidad, la Sala continuará con el estudio del primer cargo planteado por el recurrente.

3.1.1.4.2. De la vigencia de la acción en el caso en concreto
Sobre el instituto de la caducidad, ha dicho esta Corporación
: 

“(…) La caducidad como instituto procesal debe examinarse en el marco de su fundamento constitucional, que no es otro que el artículo 228 de la Constitución en el que se apoya la ratio de los términos procesales, los cuales deben responder al principio de diligencia de todos los sujetos que actúan en el proceso
.
La caducidad se considera como un instituto que permite garantizar el derecho de acceso a la administración de justicia, representa una manifestación clara del principio de seguridad jurídica y de la prevalencia del interés general
 y ofrece certeza jurídica
 toda vez que evita la incertidumbre respecto al deber de reparar un daño antijurídico
 y ataca la acción por haber sido impetrada tardíamente.”

Constituye así, la caducidad, un límite procesal cierto, preclusivo y perentorio para el ejercicio del derecho de acción que garantiza la seguridad jurídica de los asociados, por lo que su acaecimiento conlleva la pérdida de oportunidad para reclamar por la vía judicial los derechos que se consideren conculcados por parte de la administración.
Así, al tratarse de controversias en las que se encuentre de por medio un contrato estatal debe darse aplicación a las normas que regulan los términos de caducidad del medio de control de controversias contractuales, sin que haya lugar a establecer diferencia por causa de la sustitución del juez ordinario por el tribunal arbitral, pues las normas que rigen los términos de caducidad son de orden público, son irrenunciables y no son susceptibles de ser modificados por las partes.
Procede, entonces, la Sala, a determinar si en el caso sub lite se configuró el fenómeno de la caducidad, tal como lo formula el recurrente en su cargo.

En esa línea, observa que las partes suscribieron, el día 10 de noviembre de 2008, el Modificatorio No. 5 en el que EDURBE S.A. se comprometió a transferir los recursos para la ejecución de las obras previstas en el Acta Compensatoria de Obra de fecha 6 de diciembre de 2007, y las partes acordaron, como plazo de ejecución de obras, el término de cinco (5) meses de la siguiente manera:
“CLÁUSULA PRIMERA. RECURSOS PARA LA EJECUCIÓN DE OBRAS APLAZADAS SEGÚN ACTA COMPENSATORIA Y OTRAS ADICIONALES. EDURBE S.A. transferirá al concesionario las siguientes sumas en las que se incrementará en consecuencia el valor inicial del contrato No. 049 de 2003, así: 1. MIL TRESCIENTOS OCHENTA Y TRES MILLONES CIENTO VEINTIOCHO MIL CUATROCIENTOS SETENTA Y CUATRO PESOS CON CUARENTA CENTAVOS ($1.383.128.474,40, recursos que se destinarán exclusivamente a la ejecución de las obras previstas en el ACTA COMPENSATORIA DE OBRA de fecha 6 de diciembre de 2007 suscrita entre las partes, cuyo cuadro de cantidades estimadas y costos hacen parte de dicha acta y constituye ANEXO TÉCNICO del presente adicional. 2. ONCE MILLONES SEISCIENTOS NUEVE MIL OCHENTA Y CINCO PESOS ($11.609.805), para cubrir obras adicionales aprobadas por la interventoría, aludidas en el Convenio Distrito – EDURBE (…)”

(…)

“CLÁUSULA TERCERA: ALCANCE DE LAS OBRAS A EJECUTAR CON LOS RECURSOS ADICIONADOS. Las partes hacen constar expresamente, acorde con lo pactado por ellas en ACTA COMPENSATORIA de fecha 6 de diciembre de 2007, que las obras a ejecutar son las estipuladas en dicha acta, acorde con lo dispuesto en el contrato inicial y los documentos que precedieron este y las adicionales valoradas en $11.609.085, trabajos que se describen en ANEXO TÉCNICO.

CLÁUSULA CUARTA. CONSTRUCCIÓN: PLAZO DE EJECUCIÓN DE LAS OBRAS 5 MESES. El contratista se obliga a iniciar la ejecución de las obras dentro de los cinco (5) días siguientes al recibo de los dineros a transferir; sin embargo, el plazo para la ejecución de parte de las obras a financiar con los recursos que se transfieren, pactado igualmente en cinco (5) meses, empezará a hacerse exigible por EDURBE S.A. para los trabajos correspondientes, una vez se solucionen las siguientes situaciones: 1. Restitución de espacio público para construcción canal No. 6. 2. Expropiación inmuebles pendientes. 3. Autorización intervención parque Apolo”.  (Subraya fuera del texto original) 
Esta modificación, introducida al contrato de Concesión No. 049-03 3396, constituyó una clara manifestación de la autonomía de la voluntad de las partes para regular sus relaciones jurídicas bilaterales y convencionales, instituto este que tiene un valor significativo y reconocido por el ordenamiento jurídico
, en particular, en lo que atañe a la posibilidad de que los contratantes puedan estipular elementos accidentales lícitos del contrato que permitan establecer, por ejemplo, el plazo para el cumplimiento de una obligación o ciertas condiciones especiales para la ejecución de esta. Por tanto, las partes quedaron vinculadas al acuerdo modificatorio así pactado, pues en el ámbito contractual público como en el privado es exigible a las partes, actuar en el cumplimiento de los pactos celebrados con observancia de la buena fe (Constitución Política de Colombia – Art. 83; Código Civil – Arts. 1602 y 1603).
Para determinar el alcance de este acuerdo, considera la Sala necesario examinar las modalidades a las que se sometió el Modificatorio No. 5 celebrado entre las partes, con el fin de establecer si lo acordado en la Cláusula Cuarta del citado documento se enmarca en los caracteres propios de un plazo o, si por el contrario, responde al signo de una condición, pues de ello depende el juicio que se haga sobre la oportunidad en el ejercicio de la acción.

A términos del artículo 1530 del Código Civil, “es obligación condicional la que depende de una condición, esto es, de un acontecimiento futuro, que puede suceder o no”. Por su parte, conforme al artículo 1551 ibídem, por plazo ha de entenderse  “(…)  la época que se fija para el cumplimiento de la obligación”. El plazo, precisa el artículo en cita, “puede ser expreso o tácito (…)”.
Como puede apreciarse sin dificultad, el plazo, en cuanto época que se fija para el cumplimiento de una obligación, se revela como un hecho futuro y cierto; mientras que la condición depende de un acontecimiento futuro que puede suceder o no. De esta manera, lo futuro es un elemento común al plazo y a la condición; empero, la certeza sólo se predica del primero
.

Pues bien, la Sala observa que las partes acordaron en la Cláusula Cuarta, un lapso de cinco (5) meses para la ejecución de las obras, sin que la fórmula convencional  permitiera conocer en forma cierta, el momento a partir del cual empezaba el cómputo de ese lapso, ya que el momento extremo inicial a considerar para el efecto, se hizo pender de una condición suspensiva, de modo que ese lapso sólo podía “(…) hacerse exigible por EDURBE S.A. para los trabajos correspondientes, una vez se solucionen las siguientes situaciones: 1. Restitución de espacio público para construcción canal No. 6. 2. Expropiación inmuebles pendientes. 3. Autorización intervención parque Apolo”. (Subraya fuera del texto original)
De esta manera, resulta claro que en el asunto Sub-lite, incierto y futuro como se previó el extremo inicial del cómputo del lapso acordado, lo convenido por las partes en el Modificatorio No. 5 se adecua a los perfiles propios de una condición, pues, la fórmula empleada para delimitar el lapso convenido de cinco (5) meses para que el Consorcio Vías del Cabrero ejecutara las obras a financiar con los recursos a transferir por parte de EDURBE S.A., pendía de un elemento condicional de tipo suspensivo: el cumplimiento de la obligación de materializar la expropiación de los inmuebles pendientes de adquisición y necesarios para la ejecución de tales obras, acontecimiento este que, en cuanto futuro e incierto, conforme al artículo 1530 del Código Civil, configuraba una condición.

Ahora bien, con base en las normas citadas en precedencia y, teniendo en cuenta lo acordado entre las partes en el citado Modificatorio No. 5 del 10 de noviembre de 2008, el Tribunal de Arbitramento consideró que no había operado el fenómeno de la caducidad de la acción teniendo en cuenta que se trataba de una condición pendiente a cargo de EDURBE S.A., por cuanto no resultaba posible el conocimiento de actividades tendientes a la expropiación de los inmuebles cuya adquisición estaba retrasada, por lo que concluyó que el contrato se encontraba vigente al momento de presentarse la demanda arbitral
.

Frente a esta postura el recurrente considera que, por el contrario, con la firma del Modificatorio No. 5, el 10 de noviembre de 2008, el plazo de 5 meses se extendió hasta el 18 de abril de 2009, por lo que las partes contaban con un plazo extendido hasta el 18 de junio de 2009 para liquidar de manera oportuna y bilateral el contrato; y que, al no haber operado esta liquidación bilateral, sólo procedía la liquidación unilateral por parte de EDURBE S.A., en un plazo que, considera el recurrente, venció el 19 de agosto de 2009. Concluye, entonces que, a partir de esta fecha empezó a correr el término de dos (2) años para que las partes judicializaran el contrato según el artículo 164 del CPACA, término que habría vencido el 18 de agosto de 2011. En esta fecha, infiere el recurrente, caducó la acción de controversias contractuales, teniendo en cuenta que la demanda arbitral se presentó el 29 de julio de 2015
.

Pues bien, la Sala concuerda con las reflexiones hechas por el agente del Ministerio Público durante el trámite arbitral
, y acogidas por el laudo arbitral recurrido, en el sentido que el término para ejecutar el contrato No. 049-03 no ha culminado, ya que el EDURBE S.A. de conformidad con lo pactado en la Cláusula Cuarta del Otrosí No. 5 del 5 de noviembre de 2008, se obligó a expropiar unos inmuebles a efectos de que se surtiera la correcta ejecución del contrato en cuestión.

En efecto, para la Sala resulta claro que las partes de manera libre y autónoma acordaron que el término de cinco (5) meses para la ejecución,  del contrato por parte del Consorcio Vías del Cabrero, de las obras que se financiarían con los recursos que le serían transferidos, solo podía exigirse por EDURBE S.A. una vez cumplida la condición pactada, esto era, la expropiación de unos inmuebles para ponerlos a disposición del concesionario, requisito que la convocada a la fecha de la presentación de la demanda arbitral no había cumplido, lo que implica que se trata de una condición pendiente.

Sobre los efectos jurídicos de este tipo de condiciones, el artículo 1542 del Código Civil establece que no se puede pedir el cumplimiento de la obligación, por lo que el deudor no está obligado a cumplirla; además, según el artículo 1715-3 ibídem no hay lugar a compensación, porque es imperioso que ambas obligaciones sean exigibles y, finalmente, conforme al artículo 2535 de este Código, no podía iniciarse el conteo del término de prescripción, ya que la obligación aún no es exigible.
Siendo de esta manera las cosas, la Sala entiende que, como la convocada no cumplió con la obligación a su cargo de gestionar la expropiación de unos inmuebles para ponerlos a disposición del convocante, el contrato no había finalizado ya que la ejecución de este estaba sometida al cumplimento de dicha condición, por lo que concluye, sin mayores ambages, que este se encontraba vigente al momento de presentarse la demanda arbitral el 29 de julio de 2015
 y que, por tanto, el término de caducidad para ejercitar la acción de controversias contractuales aún no se había verificado.

Conforme a lo anterior, la Sala no encuentra configurada la causal de anulación de laudo arbitral, prevista en el No. 2 del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012.

3.3.2. La segunda causal de anulación planteada es la de “estar el recurrente en alguno de los casos de indebida representación, o falta de notificación o emplazamiento, siempre que no se hubiere saneado la nulidad”, prevista en el numeral 4º del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012. 

3.3.2.1. Argumentos del recurrente relacionados con la referida causal
Recuerda el recurrente que el Tribunal Arbitral modificó, sin que mediara providencia alguna, la fecha prevista para llevar a cabo la diligencia de contradicción de dictámenes. Es decir, ni EDURBE S.A. ni su apoderado tuvieron conocimiento de que esta diligencia se había modificado y esto nunca fue saneado en el proceso.

Señaló que la audiencia de contradicción de dictámenes fue cancelada de facto sin auto previo que señalara su reprogramación y que, por tanto, a ella asistieron infructuosamente el apoderado de la convocada con el perito Enrique Villota. Adujo, igualmente, que esta asistencia no sólo no fue cumplida por los árbitros sino también por los peritos contables Alfonso Pérez Horta y Luis Carlos Quiñonez, integrantes de la firma Check Up Auditores y participantes en la elaboración del dictamen pericial aportado por la convocante.

Agregó que, controvirtió esta situación ante el Tribunal indicándole que al no haberse presentado los peritos a la audiencia sin una excusa de fuerza mayor o caso fortuito, el dictamen perdía fuerza probatoria de conformidad con lo establecido en el artículo 228 del CGP. Adicionalmente, indicó que, en su entender, el tribunal no valoró los documentos del perito de forma imparcial y consideró la excusa ajustada a derecho ya que, en su criterio, tales argumentos no constituían causal de fuerza mayor.

Manifestó, finalmente, que la no realización de la audiencia sin auto previo que modificara la fecha constituye en una falta de notificación que no se encuentra saneada y, por tal razón, debe anularse el laudo arbitral por notificarse de indebida forma el emplazamiento de una audiencia de contradicción de dictamen cuyos efectos están consagrados en el Código General del Proceso.

3.3.2.2. Posición de la parte convocante 
Frente a la causal alegada, expuso la convocante algunas circunstancias procesales acaecidas durante el trámite arbitral que, en su criterio, le permiten desvirtuar la supuesta falta de notificación alegada por el apoderado de la convocada.

Indicó que el Tribunal por medio de Auto No. 24  dispuso fijar como fecha de contradicción de los dictámenes el 15 de julio de 2016 a las 10:00 am; sin embargo, el perito Alfonso Pérez Horta manifestó por correo electrónico del 12 de julio de 2016, que no podría acudir a la diligencia programada por tener compromisos laborales previamente adquiridos en la ciudad de Barrancabermeja.

Señaló que el 15 de julio a las 10:00 am se le informó a las partes que el perito se había excusado y que la diligencia se llevaría a cabo ese mismo día a las 2:30 pm. En esta audiencia los árbitros valoraron la excusa y la encontraron ajustada a derecho por lo que fijaron la audiencia para el día 29 de julio a las 2:00 pm. Ante esto, el apoderado de la convocada EDURBE S.A. presentó recurso de reposición, decisión que fue confirmada por el tribunal según auto del 29 de julio según consta en el Acta No. 15.

Agregó que, posteriormente, las contradicciones de los peritos se llevaron a cabo y fueron practicadas todas las pruebas, además que se corrió traslado para alegar de conclusión sin que el mencionado auto fuese objeto de impugnación por las partes, razón por la cual considera que todas las providencias se profirieron con la anuencia del apoderado de la convocada y además le fueron notificadas; sin embargo, sostiene que, en el remoto caso de existir una nulidad, tal irregularidad se encuentra saneada  según las reglas del artículo 136 del CGP, como quiera que los dictámenes fueron controvertidos por ambas partes y frente al auto que corrió traslado para alegar ambas partes guardaron silencio.

Señaló, finalmente, que lo que el apoderado de la convocada pretende es discutir las valoraciones probatorias realizadas por el tribunal en lo que respecta a la excusa presentada por el perito, pues de la lectura del cargo se evidencia su desacuerdo con la interpretación realizada por los árbitros sobre el particular, aspecto que está proscrito en sede de anulación según lo prevé el artículo 42 de la Ley 1563 de 2012.

3.3.2.3. El ministerio público guardó silencio

3.3.2.4 Consideraciones de la Sala frente a la causal invocada
La jurisprudencia de la Corporación ha señalado que esta causal se constituye en una novedad en la Ley 1563 de 2012
, pues si bien se encontraba prevista como causal de anulación en términos similares en vigencia del Decreto 2279 de 1989, esta fue derogada por el artículo 167 de la Ley 446 de 1998. Luego, fue incorporada en el artículo 163 del Decreto 1818 de 1998 como una causal de anulación que ya había sido contemplada en el derogado artículo 38 del Decreto 2279 de 1989, sin embargo, esta Corporación en sentencia del 8 de abril de 2009, declaró su nulidad por cuanto se compilaron normas que no podían ser revividas por el Gobierno Nacional, independientemente de su contenido material
.

En vigencia de la Ley 1563 de 2012, la indebida representación y la falta de notificación o emplazamiento se convierten en causales que están enlistadas en el numeral 4 del artículo 41 y, en consecuencia, tienen la virtud de invalidar un laudo arbitral.

La jurisprudencia de la Sección Tercera ha entendido que, al hacer referencia a la indebida representación del recurrente como causal de anulación del laudo arbitral debe hacerse mención a la capacidad procesal, entendida ésta como la aptitud para “actuar válidamente en el proceso, es decir, acudir a éste por sí mismo y ejecutar los actos procesales respectivos sin necesidad de un representante legal para ello”
. En tratándose de personas jurídicas, ya sean éstas de naturaleza pública o privada, se tiene prescrito que para comparecer al proceso y ejecutar los actos procesales respectivos deben hacerlo por medio de su representante legal.

En lo que tiene que ver con la indebida notificación o emplazamiento se entiende que al trámite arbitral le son aplicables las disposiciones previstas para ello en el Código General del Proceso, no sólo en cuanto al auto que admite la demanda arbitral, su corrección o adición, sino frente a cualquier providencia que deba ser notificada, teniendo en cuenta que la redacción de la causal cuarta del artículo 41 es genérica y no se refiere a una decisión en particular.
Por último, debe advertirse que de conformidad con el texto de la causal 4 del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012 y con los artículos 135 y 136 del Código General del Proceso, el supuesto de la falta de notificación sólo puede ser invocado por el recurrente afectado y se saneará, entre otras causales, cuando este no lo hizo oportunamente o actuó sin proponerla, tal como se desprende de las siguientes normas: 

“Artículo 135 C.G.P. Requisitos para alegar la nulidad. La parte que alegue una nulidad deberá tener legitimación para proponerla, expresar la causal invocada y los hechos en que se fundamenta, y aportar o solicitar las pruebas que pretenda hacer valer.

No podrá alegar la nulidad quien haya dado lugar al hecho que la origina, ni quien omitió alegarla como excepción previa si tuvo oportunidad para hacerlo, ni quien después de ocurrida la causal haya actuado en el proceso sin proponerla.
La nulidad por indebida representación o por falta de notificación o emplazamiento solo podrá ser alegada por la persona afectada.

El juez rechazará de plano la solicitud de nulidad que se funde en causal distinta de las determinadas en este capítulo o en hechos que pudieron alegarse como excepciones previas, o la que se proponga después de saneada o por quien carezca de legitimación.”(Subraya fuera del texto original)
“Artículo 136 C.G.P. Saneamiento de la nulidad. La nulidad se considerará saneada en los siguientes casos:

“1. Cuando la parte que podía alegarla no lo hizo oportunamente o actuó sin proponerla (…)”. (Subraya fuera del texto original)
Pues bien, teniendo en cuenta las consideraciones indicadas en precedencia, corresponde ahora determinar si en el Sub-lite se configuró la supuesta falta de notificación alegada por el apoderado de la convocada.
Al punto, considera el censor que el Tribunal Arbitral modificó sin que mediara providencia alguna, la fecha prevista para llevar a cabo la diligencia de contradicción de dictámenes, es decir, en su criterio, ni EDURBE S.A. ni su apoderado tuvieron conocimiento de que esta diligencia se había modificado y esto nunca fue saneado en el proceso. Por su parte, el apoderado de la convocante señaló que todas las providencias se profirieron con la anuencia del apoderado de la convocada y le fueron notificadas, además que, en el caso de existir una nulidad, tal irregularidad se encuentra saneada como quiera que los dictámenes fueron controvertidos por ambas partes.

Lo primero que advierte la Sala para desatar la procedencia de la causal invocada, es que ocurrió el saneamiento del eventual vicio teniendo en cuenta que, la parte que podía alegarla actuó sin proponerla conforme a los artículos 135 y 136 del CGP, toda vez que el apoderado de EDURBE S.A. tuvo conocimiento del aplazamiento de la hora de la audiencia de contradicción de dictámenes periciales contables y no alegó la supuesta nulidad, además que, posteriormente, presentó recurso de reposición contra la decisión que encontró justificada la excusa que presentó el perito para su inasistencia y, luego, sustituyó poder a otro abogado quien participó de la diligencia de contradicción de dictámenes sin que tampoco en ella se alegara esta situación, es decir, su actuación posterior a la supuesta nulidad saneó la actuación.

Los siguientes hechos probados demuestran el saneamiento en la actuación procesal:

La Sala observa que el Tribunal Arbitral por medio de Auto No. 24 del 16 de junio de 2016, contenido en el Acta No. 12 de esta fecha, dispuso fijar el viernes 15 de julio a las 10:00 a.m., para llevar a cabo la audiencia de contradicción del dictamen pericial en los términos del artículo 228 del CGP, para lo cual dispuso, entre otras decisiones, citar al señor Alfonso Pérez Horta, en su calidad de auditor delegado
.

Está acreditado, igualmente, que el señor Alfonso Pérez Horta por medio de escrito del 12 de julio de 2016 dirigido al Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Cartagena, solicitó la reprogramación de la audiencia fijada para el día 15 de julio de ese año, teniendo en cuenta que desde el día 10 hasta el 19 de julio de 2016, se encontraría en la ciudad de Barrancabermeja, Santander, atendiendo unos compromisos laborales adquiridos con anterioridad; para tal efecto, allegó tiquete de viaje No. AV/ETKT 134 9569531879 expedido por Avianca; certificación expedida por la señora Patricia Quiñones Quevedo en su condición de gerente de la sociedad Blastingmar SAS, y documentos que acreditan los servicios de revisoría fiscal prestados por la sociedad Check Up Auditores a la sociedad Blastingmar SAS
.
También se evidencia que el día 15 de julio a las 10:00 am, el secretario del Tribunal Arbitral dejó constancia que el señor Edgar Enrique Villota Leguizamón, se presentó personalmente en las instalaciones del Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Cartagena, en su calidad de perito designado por la empresa EDURBE S.A., e hizo entrega formal del dictamen pericial que, en todo caso, ya había sido enviado vía correo electrónico el día 7 de julio de 2016
.

Se hacer notar que, en el mismo sentido, el apoderado de la empresa EDURBE S.A., dejó constancia de su asistencia a la audiencia prevista el día 15 de julio a las 10:00 a.m, en la que señaló: “(…) Es cierto que el señor Secretario ayer nos informó sobre la pretendida excusa del señor Alfonso Pérez Horta, excusa que no se encuadra dentro de las únicas causales que expresamente se señalan en el artículo 228 del Código General del Proceso. Ni es Fuerza Mayor ni constituye Caso Fortuito el hecho del supuesto viaje del señor (…)” (La subraya viene del documento original)
.
De acuerdo con lo contenido en el Acta No 14 del 15 de julio de 2016, que documenta la diligencia que inició a las 2:30 p.m., el tribunal arbitral por medio de Auto No. 28 fijó la fecha del 29 de julio de 2016, a las 2:00 pm, para la celebración de la audiencia de contradicción de los dictámenes periciales contables al encontrar justificada la excusa que presentó el perito Alfonso Pérez Horta para su inasistencia, decisión que fue recurrida por el apoderado de EDURBE S.A. quien sostuvo que los argumentos de la excusa presentada no podían ser calificados como constitutivo de fuerza mayor o caso fortuito; por su parte, el apoderado de la parte convocante, descorrió el recurso de reposición presentado en el sentido que se acepte la excusa presentada
.

En esta audiencia, el tribunal arbitral estableció que, por la complejidad e importancia del tema objeto de estudio, era conveniente aplazar la decisión con la que se desataría el recurso incoado, por lo que ordenó hacerlo en audiencia sin presencia de las partes para el día 26 de julio de 2016.
Según consta en el Acta No. 15 del 26 de julio de 2016, el tribunal arbitral, por medio de Auto No. 30 de esa fecha, denegó el recurso de reposición presentado por el apoderado de EDURBE S.A. y dispuso fijar la fecha del 4 de agosto de 2016, a las 2:30 pm, para la celebración de la audiencia de contradicción de los dictámenes periciales contables. El tribunal consideró, que las pruebas sumarias presentadas por el perito Alfonso Pérez Horta eran justificadas y constitutivas de fuerza mayor o caso fortuito, además que, en su criterio, los hechos justificativos allí expuestos tenían el carácter de imprevisibles e irresistibles
.

Por último, la Sala advierte que en el Acta No. 16 del 4 de agosto de 2016, el tribunal, por medio de Auto No. 31, reconoció personería para actuar al apoderado sustituto de la parte convocada; así mismo, en esta diligencia se surtió la contradicción de los dictámenes periciales contables por los apoderados de las partes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 228 del CGP, y en auto No. 32 de esta misma fecha, el tribunal decretó el cierre de la etapa probatoria y dispuso fijar el día 29 de agosto de 2016, como fecha para celebrar audiencia de alegatos de conclusión en los términos del artículo 33 de la Ley 1563 de 2012
.

Siendo así las cosas, la Sala observa que si bien el censor cuestionó que el tribunal modificó sin que mediara providencia alguna la hora para llevar a cabo la diligencia de contradicción de dictámenes, lo cierto es que este  no alegó o advirtió la existencia de irregularidad o causal alguna de nulidad que invalidara lo actuado, a pesar que conoció de este cambio de hora por información que, según él mismo manifestó,  le suministró el secretario del tribunal.

De otro lado, está acreditado que el apoderado de EDURBE S.A. participó de la diligencia del 15 de julio de 2016 y formuló recurso de reposición en contra del Auto No. 28 que fijó la fecha para la celebración de la audiencia de contradicción de los dictámenes periciales contables, al encontrar justificada la excusa que presentó el perito Alfonso Pérez Horta para su inasistencia, empero, el apoderado de la convocada no alegó la nulidad procesal hoy deprecada, como tampoco la formuló en la audiencia de contradicción de dictámenes celebrada el 4 de agosto de 2016, diligencia en la que participó el apoderado sustituto a quien el tribunal arbitral le reconoció personería para actuar.
Por lo anterior, de acuerdo con lo establecido por el artículo 133 del CGP en consecuencia, la circunstancia de que el tribunal modificara, sin que mediara providencia alguna, la hora para llevar a cabo la diligencia de contradicción de dictámenes decretada por Auto No. 24 del 16 de junio de 2016, es una irregularidad del proceso, saneable; por consiguiente, en el caso de haberse presentado, lo cual no será objeto de valoración por la Sala, ésta se encontraría actualmente saneada ya que la parte interesada EDURBE S.A., actuó sin proponerla conforme a los artículos 135 y 136 del CGP y su actuación posterior saneó la actuación.

Finalmente, no puede la Sala dejar de mencionar que varios de los razonamientos del recurrente corresponden a reparos en la interpretación que hizo el tribunal arbitral de la excusa que presentó el perito Alfonso Pérez Horta con el fin de justificar su inasistencia a la audiencia de contradicción de los dictámenes periciales contables, aspectos que, claramente, escapan a la competencia del juez del recurso extraordinario de anulación, teniendo en cuenta que dicho procedimiento excepcional no puede reabrir debates probatorios que ya fueron resueltos en el laudo arbitral como si se tratase de una segunda instancia
. 

En esta medida, el cargo expuesto por el impugnante no configura la causal de anulación de laudo arbitral prevista en el No. 4 del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012.
3.3.3. La tercera causal de anulación planteada es la de “haberse negado el decreto de una prueba pedida oportunamente o haberse dejado de practicar una prueba decretada, sin fundamento legal, siempre y cuando se hubiere alegado la omisión oportunamente mediante el recurso de reposición y aquella pudiere tener incidencia en la decisión”, prevista en el numeral 5 º del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012. 

3.3.3.1. Argumentos del recurrente relacionados con la referida causal
El censor sostuvo, en síntesis, que en el caso sub lite se presentó una evidente violación al debido proceso, toda vez que los insumos necesarios para la elaboración del dictamen que debía aportar EDURBE S.A., fueron requeridos a la fiduciaria contratada por la convocante quien a su vez solicitó tres (3) meses para la entrega de esta información, situación que fue informada de manera oportuna al tribunal arbitral y se pidió una ampliación del plazo para que el perito realizara su análisis después que la fiduciaria entregara la documentación, sin embargo, esta solicitud fue negada por el tribunal mediante auto del 5 de julio de 2016.

Agregó que al tribunal le correspondía otorgar la ampliación del plazo solicitado por la fiduciaria en la medida que “nadie está obligado a lo imposible” y, bajo ese entendido, el tribunal no podía pretender que se realizara un dictamen contable sin la contabilidad teniendo en cuenta que esa información se encontraba bajo custodia de la fiduciaria y sólo ella podía entregársela al perito.

Sostuvo, finalmente, que según lo establecido en el contrato de concesión y en el contrato de fiducia, respecto de la administración de los recursos del proyecto, la contabilidad válidamente aceptada para la revisión por parte de los peritos es la de la fiduciaria, de lo contrario se estarían incumpliendo las estipulaciones contractuales de manejo de los recursos.

3.3.3.2. Posición de la parte convocante 
Frente a la causal alegada, la parte convocante expuso algunas circunstancias procesales llevadas acaecidas durante el trámite arbitral que, en su criterio, le permiten desvirtuar la supuesta omisión en la práctica de una prueba según lo señaló el apoderado de la convocada.

Indicó que la prueba fue debidamente decretada y practicada y que la supuesta omisión obedece al incumplimiento de la parte convocada a su deber de procurar la correcta práctica de esta, es decir, la prueba no se dejó de realizar pues el dictamen se rindió por el perito y este asistió a la audiencia de contradicción; lo que ocurre es que por culpa atribuible a la convocada, la fiduciaria  no pudo aportar lo que en palabras del apoderado de EDURBE S.A., era un documento relevante para el dictamen.

Adujo que el tribunal por medio de auto del 29 de abril de 2016 decretó las pruebas solicitadas por las partes, entre las que se encontraba la inspección judicial que el tribunal sustituyó por un dictamen pericial contable según el artículo 236 del CGP, prueba que debía practicarse con base en los libros y demás documentos contables del consorcio.

Agregó que, posteriormente, mediante auto del 19 de mayo de 2016, el tribunal concedió además de los 30 días inicialmente otorgados, 15 días de prórroga al término inicialmente recurrido, decisión que fue impugnada por la convocante y confirmada por el panel arbitral.

Sostuvo que el apoderado de la convocada, mediante oficio del 1 de julio de 2016, puso de presente al tribunal arbitral un escrito remitido por el representante legal de la Fiduciaria BBVA en el que manifestaba la necesidad de contar con un plazo de 3 a 4 meses para entregar unos documentos necesarios para responder unos interrogantes del dictamen, ante lo cual el tribunal, por medio de auto del 5 de julio de 2016, mantuvo su decisión de prorrogar el término para rendir el dictamen por una sola vez, en atención a que ya eran 45 días los días otorgados para los fines planteados por el solicitante.

Señaló, finalmente, que la anterior decisión fue recurrida por el apoderado de EDURBE S.A., no obstante haber presentado el dictamen pericial, es decir, pretendía seguir alegando una supuesta irregularidad pero con su actuar posterior saneó la actuación de acuerdo con las reglas del artículo 136 del CGP, toda vez que presentó el dictamen solicitado. Ante esto, el tribunal expidió auto del 15 de julio de 2016, en el que señaló que ante la presentación del dictamen el recurso de reposición resultaba inane, sin embargo, se pronunció frente a los argumentos indicados en el recurso con el fin de desvirtuarlos.

3.3.3.3. El ministerio público guardó silencio

3.3.3.4 Consideraciones de la Sala frente a la causal invocada
Esta causal se encontraba prevista en términos similares en el numeral 4º del artículo 38 del Decreto 2279 de 1989, compilada en el numeral 4º del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998.

En vigencia de la Ley 1563 de 2012, la causal prevista en el numeral 5 del artículo 41, exige el cumplimiento de los siguientes requisitos: a) que no exista un fundamento legal para que se hubiera negado el decreto o práctica de la prueba solicitada oportunamente; b) que dicha circunstancia haya sido alegada en tiempo mediante la interposición del recurso de reposición y, c) que esta prueba pueda tener incidencia en el laudo arbitral
.
La jurisprudencia de la Corporación ha indicado que esta causal de anulación no tiene por objeto reabrir debates probatorios o cuestionar la valoración que al respecto llevó a cabo el panel arbitral, teniendo en consideración que la apreciación defectuosa de las pruebas no es causal de anulación y, además, que este recurso extraordinario no es la segunda instancia del proceso arbitral
.

En cuanto a las pruebas de oficio, la jurisprudencia de la Sala tiene por sentado que no procede la causal cuando el tribunal arbitral no decretó pruebas de oficio, pues su alcance se refiere a las pedidas por las partes; tampoco prospera cuando las que dejó de decretar el tribunal fueron pedidas de manera extemporánea o cuando al haber sido pedidas oportunamente fueron negadas con fundamento legal; así mismo, no procede cuando la prueba no tiene incidencia en la decisión, ni cuando el recurrente no impugnó la decisión  que negó el decreto de la prueba o la falta de su práctica en la oportunidad procesal respectiva
.
Por último, la jurisprudencia de esta Corporación, con base en lo regulado por el artículo 29 de la Constitución Política, que establece el derecho fundamental al debido proceso, ha sostenido que esta causal procede en el caso de que la decisión se soporte en medios de prueba obtenidos con violación del debido proceso
.
Pues bien, en orden a determinar si prospera la causal deprecada, se tiene en el plenario lo siguiente:
La Sala observa que el tribunal arbitral, por medio de Auto No. 13 del 29 de abril de 2016, contenido en el Acta No. 7 de esta fecha
, decretó las pruebas pedidas por las partes. Frente a la inspección judicial con exhibición de documentos en las instalaciones del Consorcio Vías del Cabrero que solicitó el apoderado de EDURBE S.A., el panel arbitral no accedió a decretar dicha prueba y, en su defecto, le ordenó presentar un dictamen pericial contable sobre los mismos hechos objeto de la inspección judicial pedida según lo establece el inciso 4 del artículo 236 del CGP
.
Está acreditado, igualmente, que el panel arbitral dispuso que este dictamen pericial se realizara con base en los libros y demás documentos del Consorcio Vías del Cabrero y de sus integrantes, y que comprendiera: bitácora de la obra; libros de contabilidad; las facturas que soportan los mayores costos demandados por el contratista; los contratos de arrendamiento de la maquinaria utilizada en la ejecución de la obra; los soportes de pago del costo mensual del personal incluyendo lo correspondiente a los parafiscales, afiliaciones de ley y demás costos derivados de la contratación personal. Para tal efecto, ordenó a la parte convocante prestar toda la colaboración para la práctica del dictamen según el artículo 233 del CGP, y otorgó a la convocada un término de treinta (30) días hábiles para presentar dicho dictamen al tribunal
.

También se evidencia que el tribunal arbitral, por medio de Auto No. 14 del 19 de mayo de 2016, contenido en el Acta No. 8 de esta fecha, estimó procedente la solicitud de prórroga presentada por el apoderado de la entidad convocada, en aras de allegar al proceso el dictamen pericial que debía aportar, por lo que le concedió un término improrrogable de quince (15) días hábiles, teniendo en cuenta que el inicialmente otorgado por el tribunal fue de treinta (30) días, tiempo que consideró sensato para la práctica de una prueba de esta naturaleza
.

De acuerdo con lo establecido en el Auto No. 15 contenido en el Acta No. 8  del 19 de mayo de 2016, en atención al recurso de reposición presentado por la parte convocante, el tribunal arbitral confirmó la decisión de prorrogar el término de quince (15) días hábiles adicionales al término inicialmente establecido para presentar el dictamen pericial ordenado en Auto No. 13 del 29 de abril de 2016
.

Se hacer notar que, el apoderado de EDURBE S.A., por medio de correo electrónico del 1 de julio de 2016, envió al secretario del tribunal la solicitud elevada por el representante legal de la Fiduciaria BBVA, en el que manifiesta que requiere, como mínimo, de un plazo de tres (3) meses para atender los requerimientos plasmados en los numerales 3 y 4 de la solicitud presentada por el representante legal de EDURBE S.A.
.

Según consta en el Auto del 5 de julio de 2016, contenido en Acta No. 13 de esa fecha, el tribunal arbitral mantuvo la orden para que EDURBE S.A., presentara el dictamen pericial contable hasta el 7 de julio de 2016, teniendo en consideración que en providencia del 18 de mayo de 2016, se dijo que el término se prorrogaría por una sola vez y por 15 días hábiles, además que, en principio, el tribunal finalizaría el 29 de octubre de 2016, por lo que de acceder a la extensión del plazo, se estaría arriesgando el límite de su competencia temporal
.

Contra esta decisión el apoderado de EDURBE S.A. presentó recurso de reposición el día 7 de julio de 2016
 y, por su parte, el apoderado de la convocante descorrió el traslado del recurso por escrito que allegó el día 13 de julio de ese año
. Está acreditado, también, que el señor Edgar Enrique Villota Leguizamón, en su calidad de perito y director de la firma Strategas Consultores S.A., presentó el día 7 de julio de 2016, el dictamen pericial contable y financiero requerido por la empresa EDURBE S.A.

La Sala observa que el tribunal arbitral, por medio de Auto del 15 de julio de 2016, contenido en el Acta No. 14 de esta fecha estimó que, como la parte convocada finalmente presentó el dictamen pericial el día de su vencimiento (7 de julio de 2016), este hecho hacía inane el recurso de reposición interpuesto por su apoderado ya que su finalidad se cumplió con la presentación del dictamen; sin embargo, el tribunal no quiso pasar por alto las consideraciones expuestas por el recurrente en su escrito por lo que se pronunció sobre estas
.

Al punto, sostuvo que el artículo 226 del CGP establece un plazo mínimo y justificado para rendir un dictamen pericial de, al menos, 10 días hábiles para estos propósitos; señaló que en el presente asunto se otorgó un plazo inicial de 30 días que se prorrogó por 15 días más para un total de 45 días hábiles.

Agregó, finalmente, que para el tribunal era relevante contrastar “(…) la fecha del Acta No. 7 del 29 de abril de 2016, contentiva del decreto de la prueba pericial de parte, y la fecha en que la SOCIEDAD BBVA ASSET MANAGEMENT SOCIEDAD FIDUCIARIA, recibió la solicitud de información por parte del perito contratado por el EDURBE, esto es, el 16 de junio de 2016, (por lo que) queda claro que la información requerida para la elaboración del dictamen, fue solicitada, aproximadamente, un mes y medio después de haberse decretado y ordenado la práctica de dicho elemento probatorio, con lo cual es evidente, para este Tribunal, que se presentaron demoras internas injustificadas para radicar esta solicitud de información”
.

Por último, la Sala advierte que en el Acta No. 16 del 4 de agosto de 2016, el tribunal, por medio de Auto No. 31, reconoció personería para actuar al apoderado sustituto de la parte convocada, esto es, EDURBE S.A.; así mismo, en esta diligencia se surtió la contradicción de los dictámenes periciales contables por los apoderados de las partes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 228 del CGP
.

Teniendo en cuenta lo anterior, la Sala concluye que la causal alegada no está llamada a prosperar por las siguientes razones:

Por un lado, porque en el desarrollo procesal antes indicado está acreditado que la prueba solicitada por la convocada fue debidamente decretada por el panel arbitral por medio de Auto No. 13 del 29 de abril de 2016, la cual, si bien se pidió inicialmente como una inspección judicial, el tribunal no la decretó de esta manera pues consideró que al tener un carácter residual según lo establecido en el inciso cuarto del artículo 236 del CGP, resultaba más conveniente la práctica de un dictamen pericial contable, por lo que otorgó un término de 30 días hábiles para su presentación. Se observa, además, que contra esta decisión la parte convocada no formuló recurso alguno.

Además de esto, resulta claro que el tribunal, en aras de garantizar la práctica de la prueba decretada, otorgó, mediante Auto No. 14 del 19 de mayo de 2016, un plazo adicional de 15 días hábiles al inicialmente concedido, para un total de 45 días hábiles, lo anterior en perfecta consonancia con el artículo 226 del CGP que prevé que este término no podrá ser inferior a 10 días hábiles, además que, tal como lo señaló el panel arbitral, este plazo resultaba más que prudente y razonable para la elaboración de un peritaje como el requerido.

Nótese que frente al recurso presentado por la convocante en contra de esta decisión, el tribunal arbitral mantuvo su decisión en el sentido de prorrogar por 15 días el término inicialmente concedido para que el perito de  la empresa EDURBE S.A. rindiera el dictamen contable requerido, esto, en consideración, a la importancia de la prueba  decretada y, por cuanto, no afectaba el cumplimiento del término legal para resolver de fondo el proceso arbitral.

De otra parte, está claro que el dictamen pericial contable no sólo fue decretado por el panel arbitral, sino que fue debidamente practicado y allegado oportunamente al proceso por la parte convocada, pues el perito Edgar Enrique Villota Leguizamón lo presentó el último día del plazo máximo otorgado (7 de julio de 2016), situación que, en criterio de la Sala, eximía al tribunal arbitral de resolver el recurso de reposición interpuesto por el apoderado EDURBE S.A. contra la decisión que no otorgó una ampliación de tres (3) meses para que la Fiduciaria BBVA entregara una documentación que requería el citado perito, ya que su finalidad se cumplió con la presentación del dictamen.
Aunado a lo anterior, está probado que los dictámenes periciales contables fueron controvertidos por los apoderados de las partes según lo prevé el artículo 228 del CGP, tal como consta en Acta del 4 de agosto de 2016
, aspecto que les garantizó la posibilidad de discutir su contenido, formular preguntas e interrogar a los peritos, entre otras atribuciones, además que con ello se reivindicó el derecho de defensa de las partes en conflicto. 

Ahora bien, la Sala no puede dejar de mencionar que, tal como lo pudo evidenciar el tribunal, se presentaron demoras internas en EDURBE S.A. para solicitar a la SOCIEDAD BBVA ASSET MANAGEMENT SOCIEDAD FIDUCIARIA, la información requerida por el perito Edgar Enrique Villota Leguizamón para la elaboración del dictamen, teniendo en cuenta que la prueba fue decretada el 29 de abril de 2016, según consta en Acta No. 7 de esa fecha, y esta se pidió hasta el 16 de junio de 2016, es decir, cerca de mes y medio después, aspecto que muestra una omisión en el deber de diligencia en la práctica de la prueba que tenía la convocada y rebasa el papel del juez de anulación ya que este sólo puede conocer de la omisión en el decreto o práctica de una prueba, más no reexaminar la valoración probatoria que hizo el tribunal arbitral o pretermitir los deberes procesales de las partes
.
Siendo de esta manera las cosas, resulta claro que el dictamen pericial contable fue decretado por el tribunal para lo cual otorgó un plazo de 30 días hábiles, prorrogado en 15 días más; luego esta prueba fue practicada y allegada al proceso y, posteriormente, controvertida oportunamente por los apoderados de las partes; además, no se evidencia que el hecho de que el panel arbitral no otorgará una ampliación de tres (3) meses para que la fiduciaria entregara una documentación que requería el  perito de EDURBE S.A., haya afectado la elaboración del dictamen o tuviera incidencia en lo decidido por el tribunal que conduzca a la declaración de nulidad del laudo, pues lo que se pudo acreditar es que la supuesta omisión obedeció al incumplimiento de la parte convocada en su deber de procurar la práctica oportuna de la prueba.

Ahora, no puede el aquí recurrente limitarse a la mera afirmación de la supuesta violación al debido proceso por la negativa del tribunal de acceder a la ampliación del término antes indicado,  pues en sede de anulación lo que le obliga al impugnante es el despliegue de un esfuerzo argumental ordenado a evidenciar que el elemento probatorio denegado o dejado de practicar en sede arbitral era un elemento clave para demostrar un hecho concreto, jurídicamente relevante que aparejaría, como consecuencia,  la variación sustancial de la decisión censurada.
En este punto, cabe indicar que en la redacción de la causal de anulación vigente existe una modificación que no puede pasarse por alto: mientras en la anterior normativa, el vocablo hacía alusión a que la causal prosperaría siempre que las omisiones probatorias “tengan incidencia en la decisión”; en la norma vigente se habla de que tendrá éxito la nulidad del laudo cuando la omisión “pudiera tener incidencia en la decisión”. 

Esta variación legal no hace cosa distinta a poner énfasis en un deber ínsito en la sustentación del recurso bajo esta causal: que imperativamente debe contener una argumentación sólida en la que se exteriorice una afirmación fáctica ventilada en el proceso arbitral que, de no haber mediado la omisión de los árbitros de decretar o practicar determinados medios de convicción pertinentes, conducentes y útiles, inexorablemente habría adquirido la calificación de “hecho probado”.

En el caso concreto observa la Sala que más allá de las afirmaciones del recurrente según las cuales la prueba decretada (peritaje contable) no se pudo realizar de manera completa al no haberse otorgado el plazo solicitado, el recurso, al contener únicamente meras apreciaciones de quien lo presentó, careció del mínimo de argumentación anteriormente expuesto para cumplir con el requisito que la causal pide: que la denegación de la prueba pedida oportunamente o dejada de practicar en sede arbitral pudo tener incidencia en el sentido del laudo.

De otra parte, la Sala encuentra que el Tribunal sí motivó legalmente la decisión que negó la ampliación del plazo para la presentación del dictamen pericial que ordenó a la parte convocada. En efecto, esta solicitud fue descartada con base en dos motivos: (i) porque en providencia del 18 de mayo de 2016, se dijo que el término se prorrogaría por una sola vez y por 15 días hábiles y, (ii) porque, en principio, el tribunal finalizaría el 29 de octubre de 2016, por lo que de acceder a la extensión del plazo, se estaría arriesgando el límite de su competencia temporal
.

Como puede apreciarse sin dificultad, la acusación del laudo bajo esta causal carece del llamado elemento modal referido por la jurisprudencia de la Corporación, en el sentido que la norma exige que para la procedencia de la causal lo omitido debió ser producto de una decisión “sin fundamento legal”
; contrario a lo sostenido por el recurrente, existe claramente un sustento legal en la negación de la ampliación del plazo para la presentación del dictamen pericial, y la causal exige ausencia de fundamentación jurídica en el no decreto o práctica de la prueba. 

Cosa distinta es que el apoderado de la convocada pretenda discutir las valoraciones probatorias realizadas por el tribunal en lo que respecta a la decisión que negó la ampliación del plazo para la presentación del dictamen pericial, pues de la lectura del cargo se evidencia su desacuerdo con la interpretación realizada por los árbitros sobre el particular, aspecto que está proscrito en sede de anulación según lo prevé el artículo 42 de la Ley 1563 de 2012.

En suma, la anulación del laudo arbitral formulada por esta causal, no está llamada a prosperar.
4. Condena en costas

El párrafo final del artículo 43 de la Ley 1563 de 2012, “Por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional y se dictan otras disposiciones”, establece lo siguiente: 

“Artículo 43. Efectos de la sentencia de anulación. Cuando prospere cualquiera de las causales señaladas en los numerales 1 a 7 del artículo 41, se declarará la nulidad del laudo. En los demás casos, este se corregirá o adicionará.

(…)

Si el recurso no prospera se condenará en costas al recurrente, salvo que dicho recurso haya sido presentado por el Ministerio Público.”

En las anteriores condiciones se impone concluir que, como el recurso extraordinario de anulación interpuesto por la convocada Empresa de Desarrollo Urbano de Bolívar –EDURBE S.A.- es infundado, por cuanto no prosperaron las causales invocadas, en su calidad de recurrente será condenado en costas.
Por medio del Acuerdo N.° 1887 de 26 de junio de 2003, proferido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, se establecieron las tarifas de agencias en derecho aplicables a los procesos judiciales y se indicó, en relación con el recurso de anulación de laudos arbitrales, una tarifa de hasta veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes
. 

Según los criterios establecidos en el artículo 361 de la Ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso) y el artículo 3 del Acuerdo No. 1887 de 2003, y dado que no se presentó un hecho extraordinario en el trámite propio del recurso, que hubiese dificultado el proceso con actuaciones adicionales ni se observan otros gastos, la Sala fijará a título de costas procesales por concepto de agencias en derecho el equivalente a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes. Por consiguiente, como el salario mínimo legal mensual vigente para el año 2018 es de $781.242, las agencias en derecho ascienden en este caso a $ 7.812. 242.oo

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA
PRIMERO: DECLÁRASE INFUNDADO el recurso extraordinario de anulación interpuesto por la Empresa de Desarrollo Urbano de Bolívar –EDURBE S.A.-,  parte convocada, contra el laudo arbitral del nueve (9) de mayo de dos mil dieciocho (2018), proferido por el Tribunal de Arbitramento de la Cámara de Comercio de Cartagena, constituido para dirimir las controversias contractuales suscitadas entre  el Consorcio Vías del Cabrero y la Empresa de Desarrollo Urbano de Bolívar S.A. -EDURBE S.A.-., con ocasión del Contrato de Concesión No. 049-03.
SEGUNDO: CONDÉNASE en costas a la convocada Empresa de Desarrollo Urbano de Bolívar –EDURBE S.A.-, para lo cual se fija por concepto de agencias en derecho la suma de diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes, equivalentes a siete millones ochocientos doce mil doscientos cuarenta y dos pesos moneda corriente ($ 7.812.242.oo M/cte), a favor de los convocantes. 

TERCERO: En firme esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de Arbitramento a través de su Secretaría.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE

Presidente de la Sala
Aclaración de voto
JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS
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ACLARACIÓN DE VOTO DEL MAGISTRADO: GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE

FALTA DE JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA-Solo configura nulidad del proceso, si el juez actúa con posterioridad a que sean declaradas. CAUSAL 5  ARTÍCULO 41 DE LA LEY 1563. Si la prueba fue decretada y practicada, no es necesario analizar la incidencia que pudo tener en la decisión de los árbitros. 
ACLARACIÓN DE VOTO 
Aunque acompañé la decisión adoptada en la providencia de 14 de febrero de 2018, aclaro voto.

1. El fallo afirma que la falta de jurisdicción y competencia son casuales de nulidad insaneables. Como el artículo 133 del CGP dispone que la nulidad se configura cuando el juez actúa en el proceso una vez declarada la falta de jurisdicción o competencia, no procede la anulación de las actuaciones concluidas antes de esa declaratoria. Esta regulación difiere de la prevista en el artículo 140 del CPC, según la cual la sola falta de jurisdicción o competencia invalidaban todo lo actuado en el proceso.

2. Para negar la procedencia de la causal del numeral 5 del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012, bastaba con verificar que la prueba pericial fue decretada y practicada en el proceso. Por ello, no procedía analizar la incidencia que pudo tener el dictamen pericial en la decisión de los árbitros.

GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE
� Folio 6 al 34 del cuaderno de pruebas No. 1


� Folio 36 al 37 del cuaderno de pruebas No. 1


� Folio 39 del cuaderno de pruebas No. 1


� Folio 41 al 42 del cuaderno de pruebas No. 1


� Folio 46 del cuaderno de pruebas No. 1


� Folio 48 del cuaderno de pruebas No. 1


� Folio 50 al 54 del cuaderno de pruebas No. 1


� Folio 59 al 67 del cuaderno de pruebas No. 1


� Folio 69 al 70 del cuaderno de pruebas No. 1


� Folio 72 al 89 del cuaderno de pruebas No. 1


� Folio 96 al 101 del cuaderno de pruebas No. 1


� Folio 111 al 113 del cuaderno de pruebas No. 1


� Folio 118 al 119 del cuaderno de pruebas No. 1


� Folio 121 al 122 del cuaderno de pruebas No. 1


� Folios 136 a 137 del cuaderno de pruebas No. 1


� Folios 1 al 48 del cuaderno principal No. 1


� Folios 75 al 85 del cuaderno principal No. 1


� Folios 146 al 196 del cuaderno principal No. 1


� Folios 272 al 433 del cuaderno principal No. 1


� Folio 434 al 449 del cuaderno principal No. 1


� Folio 455 al 464 del cuaderno principal No. 2


� Folio 466 al 473 del cuaderno principal No. 2


� Folio 679 del cuaderno principal No. 2


� Folio 813 al 922 y 923 al 957 del cuaderno principal 3


� Folio 803 al 812 del cuaderno principal No. 3


� Folio 423 al 439 del cuaderno principal No. 4 (Cuaderno Recusación)


� Folios 974 al 1106 del cuaderno del Consejo de Estado


� Folio 1107 al 1132 del cuaderno del Consejo de Estado


� Folio 1134 al 1137 del cuaderno del Consejo de Estado


� Folio 1139 al 1141 del cuaderno del Consejo de Estado


� Folio 1142 al 1146 del cuaderno del Consejo de Estado


� Folios 1162 al 1169 del cuaderno del Consejo de Estado


� Folios 1183 al 1201 del cuaderno del Consejo de Estado


� Folios 1205 al 1206 del cuaderno del Consejo de Estado


� “Artículo 46. Competencia. Para conocer del recurso extraordinario de anulación de laudos arbitrales, será competente (…) Cuando se trate de recurso de anulación y revisión de laudo arbitrales en los que intervenga una entidad pública o quien desempeñe funciones administrativas, será competente la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado”.


� Folio 1001 del cuaderno del Consejo de Estado


� Sentencia de mayo 15 de 1992 (Expediente 5326); Sentencia de noviembre 12 de 1993 (Expediente 7809); Sentencia de junio16 de 1994 (Expediente 6751); Sentencia de octubre 24 de 1996 (Expediente 11632); Sentencia de mayo 18 de 2000 (Expediente 17797); Sentencia de agosto 23 de 2001 (Expediente19090); Sentencia de junio 20 de 2002 (Expediente 19488); Sentencia de julio 4 de 2002 (Expediente 21217); Sentencia de julio 4 de 2002 (Expediente 22.012); Sentencia de agosto 1º de 2002 (Expediente 21041); Sentencia de noviembre 25 de 2004 (Expediente.25560); Sentencia de abril 28 de 2005 (Expediente 25811); Sentencia de junio 8 de 2006 (Expediente 32398); Sentencia de diciembre 4 de 2006 (Expediente 32871); Sentencia de marzo 26 de 2008 (Expediente 34071); Sentencia de mayo 21 de 2008 (Expediente 33643); y Sentencia de mayo 13 de 2009 (Expediente 34525).


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 24 de abril de 2017, Expediente No. 58527, M.P. Jaime Enrique Rodríguez Navas.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia de 15 de mayo de 1992, Exp. 5326; en el mismo sentido pueden consultarse las sentencias de 4 de agosto de 1994, Exp. 6550 y de 16 de junio de 1994, Exp. 6751.


� BEJARANO Ramiro y otros, “Recurso de Anulación de Laudos Arbitrales”, Editorial Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2016, pág. 24.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 26 de febrero de 2004, Expediente 25094, entre otras, 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 4 de diciembre de 2006, Exp. 32871. Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 26 de febrero de 2004, Exp. 25094, entre otras, 


� Folios 1164 al 1166 del cuaderno del Consejo de Estado


� Folios 1188 al 1191 del cuaderno del Consejo de Estado


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 24 de octubre de 2016, Expediente No. 57377


�“Artículo 30. Primera audiencia de trámite. Una vez consignada la totalidad de los honorarios y gastos, el tribunal arbitral celebrará la primera audiencia de trámite con la asistencia de todos sus miembros, en la cual resolverá sobre su propia competencia para decidir de fondo la controversia mediante auto que solo es susceptible de recurso de reposición. Si decidiere que no es competente para conocer de ninguna de las pretensiones de la demanda y la reconvención, se extinguirán los efectos del pacto arbitral para el caso concreto, y se devolverá a las partes, tanto la porción de gastos no utilizada, como los honorarios recibidos. En este caso, para conservar los efectos derivados de la presentación de la demanda ante el centro de arbitraje, el demandante tendrá un término de veinte (20) días hábiles para instaurar la demanda ante el juez competente”. 


� Acta No 7, cuaderno principal No. 2, folios 455 al 465


� Folio 464 al 465 del cuaderno principal No. 2


� Folio 465 al 466 del cuaderno principal No. 2


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 22 de noviembre de 2017, Radicado No. (36572).


� Corte Constitucional, SC-165 de 1993. “(...) la Constitución no sólo pretende que los derechos de los ciudadanos se hagan efectivos, esto es, que se borre la consabida brecha entre normas válidas y normas eficaces, también pretende que los mecanismos por medio de los cuales los ciudadanos ven garantizados sus derechos sean efectivos. De ahí el énfasis en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad de la función administrativa consagrada en el artículo 209 y la exigencia contemplada en el artículo 228 de que los términos procesales se observen con diligencia so pena de sanciones. (...) Dicho precepto legal, por lo demás, expresa nítidamente el interés general que todos los ciudadanos tienen en la buena y pronta marcha de la justicia. (...) La constitucionalidad de la sanción en cuestión no puede ser vista desde la estrecha óptica de la relación individual de autoridad entre juez y parte. Ello, por cuanto su "justicia" es la resultante no de su conformidad con las expectativas -siempre cambiantes, variables e inciertas- de los individuos considerados como sujetos de una relación procesal, sino por su correspondencia con los valores que el propio Constituyente priorizó en la Carta de 1991, entre los cuales se cuenta el restablecimiento de la confianza ciudadana en la justicia, y su prestación recta y eficaz”


� Corte Constitucional, SC-832 de 2001. Puede verse también sentencias C-394 de 2002, C-1033 de 2006, C-410 de 2010. “La caducidad es una institución jurídico procesal a través del cual, el legislador, en uso de su potestad de configuración normativa, limita en el tiempo el derecho que tiene toda persona de acceder a la jurisdicción con el fin de obtener pronta y cumplida justicia. Su fundamento se haya en la necesidad por parte del conglomerado social de obtener seguridad jurídica, para evitar la paralización del tráfico jurídico. En esta medida, la caducidad no concede derechos subjetivos, sino que por el contrario apunta a la protección de un interés general. La caducidad impide el ejercicio de la acción, por lo cual, cuando se ha configurado no puede iniciarse válidamente el proceso”.


� Corte Constitucional, SC-115 de 1998.


� Corte Constitucional, SC-832 de 2001. “La justificación de la aplicación de la figura de la caducidad en las acciones contencioso administrativas, tiene como fundamento evitar la incertidumbre que podría generarse ya sea por la eventual anulación de un acto administrativo, o el deber que podría recaer sobre el Estado de reparar el patrimonio del particular afectado por una acción u omisión suya. Así, en esta materia, se han establecido plazos breves y perentorios para el ejercicio de estas acciones, transcurridos los cuales el derecho del particular no podrá reclamarse en consideración del interés general”


� Ley 80 de 1993, artículos 13, 32, y 40


� OSPINA Fernández, Guillermo, “Régimen General de las Obligaciones”, Editorial Temis, Bogotá, 2001, pág. 23.


� Folio 1074 al 1079 del cuaderno del Consejo de Estado


� Folio 1164 al 1166 del cuaderno del Consejo de Estado


� Folio 808 al 809 del cuaderno principal No. 3


� Folio 1164 al 1166 del cuaderno del Consejo de Estado


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 13 de abril de 2015, Exp. 52556


� Consejo de Estado, Sección Primera, sentencia del 8 de abril de 2009, Exp. 5191.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, Auto del 25 de septiembre de 2013, Exp. 20.420. 


� Folio 578 al 579 del cuaderno principal No. 2


� Folio 634 al 637 del cuaderno principal No. 2


� Folio 638 del cuaderno principal No. 2


� Folio 637 del cuaderno principal No. 2


� Folio 618 al 628 del cuaderno principal No. 2


� Folio 664 al 675 del cuaderno principal No. 2


� Folio 676 al 678 del cuaderno principal No. 2


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 29 de agosto de 2012, Expediente 43456.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 18 de mayo de 2000, Exp. 17797 y Sentencia del 13 de abril de 2015, Exp. 52556.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 17 de marzo de 2010, Exp. 36838.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 26 de junio de 2015, Exp. 37261


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 28  de enero de 2009, Exp. 34239.


� Folio 466 al 473 del cuaderno principal No. 2


� Artículo 236 CGP. “(…) Salvo disposición en contrario, solo se ordenará la inspección cuando sea imposible verificar los hechos por medio de videograbación, fotografías u otros documentos, o mediante dictamen pericial, o por cualquier otro medio de prueba (…)”.


� Folio 471 del cuaderno principal No. 2


� Folio 503 al 509 del cuaderno principal No. 2


� Folio 510 al 512 del cuaderno principal No. 2


� Folio 595 al 597 del cuaderno principal No. 2


� Folio 601 al 606 del cuaderno principal No. 2


� Folio 607 al 609 del cuaderno principal No. 2


� Folio 610 al 617 del cuaderno principal No. 2


� Folio 639 al 662 del cuaderno principal No. 2


� Folio 618 al 624 del cuaderno de pruebas No. 2


� Folio 622 del cuaderno de pruebas No. 2


� Folio 676 al 678 del cuaderno principal No. 2


� Folio 676 al 678 del cuaderno principal No. 2


� Folio 622 del cuaderno de pruebas No. 2


� “Esta causal de anulación del laudo, apunta a garantizar a las partes el derecho que tienen a que consten en el proceso los hechos que dan sustento a sus pretensiones o defensas, respecto de los cuales ellas han cumplido con la carga de solicitar las respectivas pruebas de manera oportuna, aunque reconociendo en todo caso, la prerrogativa que tiene el juez de calificar su conducencia, pertinencia y utilidad (…)” (Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 13 de julio de 2005. Rad. 11001032600020050000600. Exp. 29399).


� Folio 601 al 606 del cuaderno principal No. 2


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 10 de marzo de 2005. Rad. 11001-03-26-000-2003-00044-01(25455).


� Numeral 1.12.2.3 del acuerdo 1887 de 26 de junio de 2003.





